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A/A 
Colegiados/as del COiAC 
 
 

Santa Cruz de Tenerife, a 25 de julio de 2016 
 
Estimado/a colegiado/a: 
 
El Gobierno de Canarias, en sesión de fecha 27 de junio de 2016, tras deliberar y a propuesta 
de  la  Consejera  de  Política  Territorial,  Sostenibilidad  y  Seguridad,  acordó  (1)  Tomar  en 
consideración el Proyecto de Ley del Suelo de Canarias, y (2) Solicitar el dictamen del Consejo 
Consultivo de Canarias sobre el referido. 
 
Con anterioridad, en el mes de febrero de este mismo año, se había dado a conocer el texto 
correspondiente al Anteproyecto de esa misma Ley, abriéndose un periodo de  información y 
participación con numerosos colegios profesionales, instituciones y asociaciones, entre los que 
se  encontraba  el  Colegio  Oficial  Interinsular  de  Arquitectos  de  Canarias.  Además  de  la 
asistencia  a  estas  convocatorias,  durante  este  tiempo  el  COIAC  ha  venido  desarrollando 
numerosas  reuniones  internas  entre  arquitectos  especialistas  en  la  materia,  además  de 
jornadas abiertas con participación pública en sede colegial.  
 
Finalmente, desde el COIAC se decidió no presentar Alegaciones al Anteproyecto, y esperar a 
la versión final del Proyecto de Ley remitida al Parlamento canario para redactar un INFORME 
institucional, ya que desde un primer momento entendimos que la opinión especializada de los 
arquitectos canarios en relación con tan cualificada norma había de ser reflexiva, ponderada, 
constructiva, distante de las lógicas y apresuradas opiniones ‐compresible dada la rapidez con 
la que se viene desarrollando el proceso‐ que ha causado el Anteproyecto desde  los distintos 
agentes  involucrados;  pero  sobre  todo  había  de  ser  una  opinión  independiente,  dando 
prioridad  al  objetivo  principal  que  entendemos  ha  de  tener  esta  norma:  el  bienestar  de  la 
sociedad canaria y de su entorno físico y medioambiental. 
 
Es por esta razón por la que el Colegio de Arquitectos, a pesar de haber transcurrido los plazos 
procedimentales  para  participar  con  sus  alegaciones  a  la  redacción  del  Anteproyecto,  ha 
considerado  oportuno  hacer  una  aportación  lo  más  reflexiva  y  constructiva  posible,  cuyo 
resultado es el INFORME que se adjunta, elaborado por una comisión de estudio integrada por 
algunos de  los urbanistas más destacados de Canarias, que ahora  se  remite para  su público 
conocimiento. 
 
Atentamente, 
 
 
 

Fdo. D. Joaquín Mañoso Valderrama 
Decano del COiAC 
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Como no podía ser de otra manera, las opiniones especializadas de los arquitectos canarios en 
relación con tan cualificada norma, ha de ser reflexiva, ponderada, constructiva, distante del 
ruido que ha causado el Proyecto desde las distintas voces provenientes de variados, e incluso 
singulares, operadores económicos, sociales y políticos y, sobre todo, independiente de 
cualquier sector que observe a la ley del suelo como instrumento apropiado para preservar sus 
intereses con prioridad al auténtico destinatario de tan trascendente norma: el bienestar de la 
sociedad canaria y de su entorno físico y medioambiental. 
 
Sin perjuicio de que la importancia de la materia objeto de este concreto Proyecto de ley 
merezca un examen global de sus muy variados contenidos y, dada su extensión y 
complejidad, inevitablemente más reposado y no tan perentorio, resulta en todo caso 
imperioso, desde el punto de vista de la salvaguarda de las funciones institucionales de este 
COIAC y los legítimos intereses de la profesión, traer a colación una serie de aspectos 
concretos de la regulación que se propone y que hemos cuidadosamente seleccionado, por 
tratarse de cuestiones de las que los arquitectos, como especialistas en urbanismo, podemos 
legítimamente hablar y sin duda aportar ideas que coadyuven, junto con otros operadores 
cualificados, a mejorar nuestro orden territorial. 
 
El Colegio de Arquitectos, a pesar de haber transcurrido los plazos procedimentales para 
participar con sus alegaciones a la redacción del Proyecto, hemos considerado más serio y 
prudente hacer una aportación lo más reflexiva y constructiva posible, y con más tiempo, ya 
que con ello entendemos contribuir mejor al ejercicio de la función social que colegialmente 
tenemos encomendada. 
 
Con tales criterios el Colegio Oficial Interinsular de Arquitectos de Canarias ha formado una 
comisión de estudio integrada por algunos de los urbanistas más destacados de Canarias, que 
han elaborado el informe que se expone a continuación. 
 
 
1 INTRODUCCIÓN.  
 
En un principio, Canarias, vigente nuestro Estado constitucional y democrático, y en el ejercicio 
de sus competencias propias, fue legislativamente pionera en la generación de un modelo 
normativo alternativo -coherente con nuestro entorno insular, económico y político- al sistema 
de planeamiento anterior de ordenación del territorio y de los recursos naturales, lleno de 
enorme complicación jurídica y enredo en los procedimientos de tramitación y gestión. La 
legislación urbanística canaria generada a partir del TRLOTENC no cumplió con tan ambicioso y 
razonable objetivo en un territorio fraccionado y escaso, en el que la ordenación es un bien 
jurídico a proteger y la seguridad es garantía de la actividad económica productiva y 
generadora de empleo. 
 
Antes al contrario desde hace 15 años los sucesivos gobiernos canarios han venido cayendo en 
la tentación indeseada de dotarse de un ordenamiento planificador injertado con iniciativas 
inconexas que lo han convertido en un sistema de planeamiento rígido, burocratizado, 
ineficiente e inmanejable y que ha determinado, de un lado, que el Gobierno de Canarias se 
haya mostrado cada vez más incapaz de ordenar y de sacar adelante incluso sus propias 
iniciativas (recurriendo, cada vez, a procedimientos legislativos de planificación excepcionales 
para poder ejecutar obras públicas y dotaciones); y que las entidades locales canarias fueran 
incapaces de adaptarse materialmente a tan proceloso piélago normativo, y de otro lado 
induciendo a que la iniciativa privada se vea continuamente lastrada y retraída a la inversión 
por la incertidumbre y la inseguridad jurídica que ha producido esta normativa, incoherente 

mailto:secretaria@coacanarias.org


 
 

COLEGIO OFICIAL INTERINSULAR DE ARQUITECTOS DE CANARIAS 

3 
 

PLAZA ARQUITECTO ALBERTO SARTORIS 1-2º - TFNO.: 822 010 223 – CP 38001 SANTA CRUZ DE TENERIFE | e-mail: secretaria@coacanarias.org 

con el objetivo inicialmente establecido por el legislador canario, con los consiguientes efectos 
negativos sobre el empleo.  
 
Con el anterior gobierno se pretendió, de manera desafortunada a nuestro juicio, parar, mirar 
atrás y avanzar en un nuevo modelo más racional y simplificado mediante la promulgación de 
la, en la práctica, apenas aplicada Ley 14/2014, de 26 de diciembre, de Armonización y 
Simplificación en materia de Protección del Territorio y de los Recursos Naturales. En el 
trámite de alegaciones de su Proyecto, este Colegio Profesional de Arquitectos pronunció al 
menos cuatro noes rotundos a su contenido: no, porque agrava el problema existente; no, por 
ser inadecuada; no, por ignorar la ineficiencia estructural del sistema de gestión del territorio; 
y no, porque era una ley innecesaria, que ni armoniza ni simplifica la legislación territorial, 
urbanística y ambiental que necesita Canarias. En consecuencia se pidió, de manera 
infructuosa, la retirada del proyecto de ley. 
 
Sin embargo al parecer nuestro pronunciamiento no cayó en saco roto. El nuevo Gobierno se 
marca como uno de los principales objetivos de esta legislatura, en palabras de su Presidente, 
el “sacar adelante una nueva Ley del Suelo” que resuelva definitivamente los males endémicos 
de nuestra legislación territorial desde el 2000. 
 
Una vez conocido y analizado el texto del Proyecto de Ley podemos afirmar que, en principio, 
el documento redactado supone un avance, al impulsar la simplificación, clarificación y 
sistematización del complicado marco legal vigente. La propuesta va más allá de un mero texto 
refundido que aclare y simplifique procedimientos –incluso eliminando algunos que se 
detectan como innecesarios-, redefina competencias ahora conflictivas entre 
administraciones, e incluso rediseñe algunos instrumentos  del planeamiento territorial y 
urbano al servicio del interés público, buscando una mayor eficacia que redunde en los 
tiempos de tramitación y gestión de los planes.  
 
Sin embargo, el Proyecto presentado, a pesar de los importantes avances mencionados –entre 
los que sin duda cabe destacar también el gran esfuerzo realizado para mejorar la técnica 
jurídica y lograr una estructura que dé mayor coherencia a su articulado–, a nuestro juicio 
presenta algunos serios problemas: 
 

a) no termina de abordar aspectos de singular importancia en la redacción, tramitación y 
gestión de planes y proyectos; 

b) ignora cuestiones básicas que tienen que ver con la mejora y aplicación práctica de la 
propia ciencia de la planificación urbana y territorial;  

c) e incluso llega a plantear nuevos instrumentos cuyos efectos inducidos puede generar 
nuevos problemas hasta ahora inexistentes, o al menos de casi imposible solución en 
las condiciones actuales de capacidad real de gestión de nuestras administraciones, 
como es el caso del Fondo de Compensación ambiental.  

 
Por otra parte se muestra extremadamente tímido a la hora de desarrollar contenidos de la 
legislación básica Ley 7/2015, sobre todo en lo que hace a la cuestión de la rehabilitación y 
renovación urbana. 
 
Y qué decir de la excesiva referencia a desarrollos sectoriales sin apenas introducir criterios 
sencillos, claros e inequívocos, como son los aspectos territoriales derivados de la actividad 
turística, o la siempre compleja relación de los aspectos territoriales y urbanos con el 
Patrimonio Histórico, de valores Culturales o Etnográficos, o los Paisajes Culturales, estos 
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últimos directamente relacionados con una de las líneas de trabajo que esta nueva Ley 
plantea, como es el Observatorio del Paisaje y sus derivadas territoriales. 
 
A nuestro juicio, estas “debilidades” del proyecto centrarán el contenido y desarrollo de 
nuestro Informe, pero con carácter previo quisiéramos abordar una cuestión de carácter 
formal que guarda relación tanto con el método de elaboración de la Ley y del proceso de 
participación de los colectivos afectados –especialmente los profesionales-, como en cuanto al 
documento presentado y a su influencia en el panorama del urbanismo canario y de su 
problemática.1 
 
 
2 ACERCA DEL MÉTODO DE FORMULACIÓN. 
 
A este respecto cabe señalar que antes que cualquier otra cosa, la Ley de suelo es o debería 
ser un instrumento de política urbanística, que debe responder a un adecuado diagnóstico de 
la realidad sobre la que actúa y a las aspiraciones de los colectivos a los que va dirigida.  
 
La redacción de una Ley de estas características debería haber partido de la fijación de una 
serie de consensos básicos sobre los que construir el edificio legal, a partir de un diagnóstico 
de situaciones contrastadas y medibles, en el que los problemas referentes a dificultades y 
plazos de tramitación y las dificultades de gestión no son más que una parte de la cuestión a 
tener en cuenta. Unos consensos que se alcanzan mediante el diálogo y el análisis compartido 
con los colectivos afectados y los expertos en la materia cuyas conclusiones pueden enriquecer 
notablemente la perspectiva de partida de la ley. Y sobre todo, un edificio legal construido a 
partir de la identificación y caracterización de objetivos consensuados y sostenibles en el 
tiempo sobre los que lograr mejorar nuestras condiciones de vida, en relación al desarrollo de 
un modelo territorial y urbano que queremos para nuestra Comunidad.  
 
Desde este punto de vista creemos, y a nuestro juicio el resultado obtenido lo demuestra, que 
el proceso no ha sido el adecuado. Una vez más, al igual que en ocasiones anteriores, se ha 
optado por encargar la redacción a un núcleo cerrado de académicos y ejercientes del 
derecho, un tanto aislados de los profesionales, como los arquitectos, que han hecho de la 
ordenación del territorio y el diseño y aplicación de sus instrumentos su labor cotidiana2, y de 
los colectivos sociales y profesionales que se verán afectados por la aplicación de esta Ley. Y 
por otra parte, esta nueva Ley, de finalidad principal meramente instrumental en aspectos de 
legalidad, supone en realidad un marchamo de renuncia a la a la concepción del urbanismo 
como disciplina, en el que el derecho urbanístico no es más que un instrumento adicional (y en 
muchos casos ni siquiera el principal) a la hora de definir objetivos. Da la impresión de que una 

                                                            
1 Ya en 1993, en una situación de gran incertidumbre y falta de control en relación con los instrumentos 
administrativos entonces existentes, se planteó desde la formalidad y el compromiso la necesidad de articular un 
“PACTO DEL TERRITORIO”, previo a la redacción de un nuevo marco legal con el que abordar la problemática 
existente, cuya posible solución desbordaba las tareas ejecutivas y legislativas habituales del Gobierno, sin antes 
haber logrado cierto consenso entre las administraciones implicadas, los sectores socioeconómicos implicados, 
Profesionales, Políticos, asociaciones civiles, etc., al menos en el diagnóstico. El Proyecto de Ley de entonces tuvo 
algunos problemas de inicio, pero sin embargo hubo consenso en la bondad de la metodología seguida con el 
“PACTO”. 
2 “De este modo y con carácter general, parece posible concluir que la arquitectura constituye en nuestro 
Derecho una técnica de intervención necesaria en la elaboración de cualesquiera proyectos de urbanismo 
y cuya intervención debe asumir, en tal elaboración, la función de dirección y coordinación de las 
restantes disciplinas, especialidades o técnicas que también deben ser llamadas a participar en ella. En 
otras palabras, la arquitectura desempeña el papel de la que antes hemos dado en llamar “técnica 
urbanística”  (Luciano Parejo Alfonso; “Competencias profesionales de los proyectos de urbanismo) 
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vez más se invierten los papeles, confundiendo instrumentos por objetivos. Y cuando se da un 
paso más “atrevido”, como es el que responde al principio de “compensar por conservar”, se 
hace de modo que ignora las graves consecuencias y desequilibrios que pueda generar. 3  
 
Y esta opción influye directamente en aspectos clave de la concepción de la Ley, tales como es 
el caso del diagnóstico del que parte, que a veces puede resultar simple, dada la naturaleza 
real y compleja del problema. Como ejemplo, haremos referencia a un aspecto concreto de los 
regulados en el Proyecto. Pensar que la tramitación y aprobación por parte de los 
Ayuntamientos y Cabildos de los instrumentos de planeamiento agilizará su formulación no 
deja de ser una suposición aventurada que desconoce las auténticas causas de su actual 
parálisis; ignora que el aspecto que más influye en el retraso, cuando no la paralización de los 
expedientes, es la ausencia de criterios uniformes, claros y comunes de interpretación de los 
textos legales, debidamente coordinados entre los evaluadores de diferentes administraciones 
competentes. Tan solo este hecho, directamente relacionado con el reforzamiento o 
transferencia o desplazamiento de determinadas competencias, sin duda puede llevarnos en 
muy poco tiempo a comprobar que la modificación legislativa tendrá pudiera tener un efecto 
muy limitado, si no contraproducente. 
 
El urbanismo como ciencia actúa a diversas escalas, desde el diseño urbano, encargado de 
diseñar el espacio público y los elementos que lo configuran (desde la escenografía edilicia al 
mobiliario urbano), hasta la Planificación urbana, que define el modelo de desarrollo de la 
ciudad, pasando por la Gestión urbana, que define cómo se ejecuta lo planificado. La 
dimensión jurídica del urbanismo es muy importante, especialmente en su actividad de 
planificación urbana, ya que su ámbito de actuación incluye objetos con diferente estatus 
jurídico, como bienes comunales y propiedades públicas y privadas. De esta forma, los planes 
urbanísticos quedan normalmente supeditados a un marco legislativo específico sobre la 
propiedad del suelo y los derechos de uso asociados a los distintos regímenes de propiedad. En 
cualquier caso, el plan urbanístico siempre tiene un contenido que va más allá de lo jurídico, 
pues incorpora los elementos técnicos, políticos, económicos, sociales y ambientales que 
definen un proyecto de ciudad. 
 
 
3 ALGUNAS CUESTIONES SOBRE EL DIAGNÓSTICO DE PARTIDA. 
 
El Colegio Oficial Interinsular de Arquitectos y la Agrupación de Arquitectos Urbanistas se han 
manifestado en numerosas ocasiones durante los últimos años en relación a un necesario 
diagnóstico sobre la situación del urbanismo en Canarias. Este diagnóstico ha sido expresado 
con escaso éxito ante las sucesivas leyes “milagro” que han pretendido solucionar todos los 
males del urbanismo regional: ley de medidas urgentes, ley de ordenación del turismo, 
modificación del régimen de fuera de ordenación,  y finalmente, Ley de Armonización y 
Simplificación, en materia de protección del territorio y de los recursos naturales de Canarias. 

                                                            
3 Puede no ser del todo anecdótico que el propio Proyecto de Ley se titula DEL SUELO, y no DE ORDENACION DEL 
TERRITORIO, LOS RECURSOS NATURALES Y LA PROTECCION DEL MEDIO AMBIENTE o algo similar. Hasta ahora solo 
la legislación básica estatal ha tenido que llamarse “DEL SUELO” y valoraciones, en razón de sus disminuidas 
competencias después de las sentencias que anularon las que aludían a la ordenación urbana, tras haber sido 
transferidas a las Autonomías las urbanísticas. El título dado posiblemente sea la evidencia de la renuncia implícita a 
la ordenación del suelo a través del Planeamiento territorial y urbanístico, dados sus escasos resultados. A este 
respecto no deja de ser curioso que las DOG y DOT, siendo figuras de planeamiento contenidas en la LOTENC, 
fueran aprobadas con el formato de LEY, en consecuencia con el mismo rango que la LOTENC, y de paso 
renunciando a su aprobación como Planeamiento ordinario. 
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En relación a esta última ya tuvimos en su momento la ocasión de decir desde el COIAC, que 
“ni armoniza ni simplifica y produce inseguridad jurídica”, por ser inadecuada conceptual y 
operativamente, aumentando la complejidad procedimental, desconociendo los problemas 
estructurales de ineficiencia de nuestras administraciones públicas para la gestión pública del 
territorio y del urbanismo, y desde luego no acertando en la necesaria integración de la 
Evaluación Ambiental en el Sistema de Planeamiento. 
 
Desde hace años el COAC, y ahora el COIAC, ha manifestado reiteradamente que la penosa no 
aceptable situación en la que se encuentra la redacción de los documentos de urbanismo y 
posterior tramitación para su aprobación, y gestión, no se debe a un solo factor, como podría 
ser la complicación (más que complejidad) del marco legal de aplicación, sino a un conjunto de 
factores interrelacionados que pasamos a enunciar sintéticamente: 
 

1. Exceso legislativo que ha configurado un marco jurídico de complicada aplicación 
cuando no contradictorio, sin criterios de interpretación clara y debidamente 
contrastados en su aplicabilidad y consecuencias, de carácter excesivamente garantista 
hasta el punto de resultar en extremo defensivo, y alejado de nuestra realidad 
socioeconómica y de la capacidad administrativa y técnica de la estructura y cultura 
administrativa de nuestra comunidad. 

2. Ausencia de criterios referentes interpretativos de la legislación que permitan tener 
certeza sobre cómo abordar los problemas legales que presenta la aplicación del 
marco jurídico en la actividad de ordenación urbanística. 

3. Carencia de medios suficientes para seguir y evaluar los instrumentos de ordenación 
en las diferentes administraciones. 

4. Sustitución del debate territorial y urbanístico por un debate meramente centrado en 
cuestiones de técnica jurídica o principios de legalidad, renunciando a considerar la 
urgencia de volver a la planificación urbana y territorial de carácter prospectivo, partir 
de objetivos sólidos y consensuados.  

5. Ausencia de cultura urbanística en el colectivo social, a pesar de ser la información y 
pedagogía mandato especificado en el articulado de las vigentes leyes de referencia, 
por ejemplo en los dos últimos artículos respectivos de las Directrices de Ordenación 
General y las Directrices de Ordenación del Turismo de Canarias.  

 
Este panorama además se ha visto lastrado por la cada vez mayor conflictividad jurisdiccional, 
lo que obliga a la Administración Autonómica a consumir ingentes recursos humanos y 
económicos en la defensa de sus resoluciones. 
 
Un  escenario como el descrito ha determinado, de un lado, que el Gobierno de Canarias se 
haya mostrado cada vez más impotente a la hora de ordenar y hacer avanzar incluso sus 
propias iniciativas, recurriendo cada vez con más frecuencia a procedimientos legislativos 
excepcionales aplicados a la planificación para poder ejecutar obras públicas y dotaciones, o la 
inaplazable necesidad de regeneración de los tejidos turísticos obsoletos; o de otra parte, 
induciendo a que la iniciativa privada se vea continuamente lastrada y retraída a la inversión 
debido a la incertidumbre en los tiempos de tramitación, inadecuada coordinación 
administrativa, innecesaria complicación procedimental, a lo que se ha de añadir un elevado 
grado de inseguridad jurídica que ha producido nuestro actual marco normativo, incoherente 
con el objetivo inicialmente establecido por el legislador canario, con los consiguientes efectos 
negativos sobre el empleo. Y finalmente no contribuyendo a lo que debiera ser el principal 
objetivo, como es el de mejorar las condiciones de vida de los ciudadanos a partir de un mejor 
desarrollo urbano y territorial.  
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La institución colegial de los arquitectos en Canarias lleva tiempo reclamando iniciativas con 
las que afrontar el grave déficit de estructuras de gestión de suelo existente en todos los 
niveles de la Administración autonómica, denunciando la obvia incapacidad de nuestro sistema 
productivo para atender las demandas básicas de su población, teniendo mucho que ver esta 
situación con la carencia de actuación gerencial del uso del suelo, y en definitiva constituyendo 
un factor de disuasión de inversiones. 
 
También ha denunciado que la gestión del urbanismo desde la administración pública había 
alcanzado el grado máximo de ineficacia. Para superar esta situación se proponía la necesidad 
de realizar un diagnóstico en profundidad, a partir del que diseñar las condiciones exigibles 
con las que garantizar unos mínimos de excelencia del planeamiento, evitando que su esencia 
quedase desfigurada por contenidos disciplinares ajenos a su específico cometido, y sometidos 
a excesivos trámites. 
 
Por ello saludamos en su momento los tímidos avances que en esta materia ofrecía el Proyecto 
de Ley, particularmente en lo que se refería a la potenciación de lo que, en términos de 
urbanismo comparado, se conoce con el concepto Master Plan –en la propuesta legislativa 
esbozado como Plan Básico-, aunque sin concretar su alcance real y concreto en la práctica, lo 
que hacía intuir una notable falta de decisión política y desconocimiento práctico de la 
situación de las administraciones en sus distintos niveles. En definitiva no podíamos dejar de 
insistir en la insuficiencia y falta de concreción de tales iniciativas. 
 
La solución al problema de la paralización de la planificación urbanística, como vemos de 
naturaleza compleja y de profundas raíces en sus causas, requiere de un marco coordinado de 
soluciones, en el que la simplificación legislativa es un paso adelante, importante, pero sólo 
uno. Por ello, la nueva distribución competencial, puede que no tenga efectos positivos; la 
cuestión principal no es tanto donde reside la competencia, sino la existencia de criterios 
claros y uniformes para la aprobación de los planes, de estructuras de gestión eficientes y de 
un cuerpo de funcionarios suficiente y adecuadamente formado para impulsar su aprobación. 
En este sentido la dispersión competencial no parece que apunte claramente en esa dirección. 
Entendemos que la ordenación de los usos del territorio a través de los instrumentos de la 
planificación es un bien jurídico a proteger, y la seguridad es garantía de la actividad 
económica productiva y generadora de empleo. Por ello, una de las soluciones que se han 
venido apuntando desde hace tiempo por parte de nuestro colectivo profesional de 
arquitectos urbanistas ha sido derogar en buena medida la legislación vigente, para volver a un 
marco más claro y de mayor seguridad jurídica, en el que la aplicación discrecional (que no 
arbitraria) de la legislación esté apoyada en una jurisprudencia clara y precisa, antes que seguir 
insistiendo en un marco normativo que pretende regularlo todo hasta el mínimo detalle, a 
partir de unas especificidades territoriales que en este campo no son tan acentuadas como 
podría parecer.  
    
 
4 LA AUSENCIA DE NECESIDAD Y SENTIDO DE LA PLANIFICACIÓN TERRITORIAL Y 

URBANA.  
 
El nuevo texto del Proyecto hace explícita la necesidad del “reconocimiento de la realidad” 
como uno de sus fundamentos; sin embargo carece de un objetivo fundamental en el 
urbanismo: definir con claridad hacia dónde queremos ir en nuestra Comunidad desde el 
punto de vista de la ordenación de los recursos territoriales con los que contamos, y el de los 
usos que se han de implantar sobre él. Cuáles son sus principios y valores, más allá de la 
insistente y repetida búsqueda de una mayor “eficacia”, habría que preguntarse que para qué. 
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Cuál es el modelo que de verdad se defiende, más allá de tópicas declaraciones en torno a la 
sostenibilidad (ambiental, económica, social, administrativa) y conceptos similares, de difícil 
encaje en un marco jurídico sin caer en inconsistencias recurribles, o al menos cuestionables. 
 
El Proyecto no ofrece un diagnóstico cierto que identifique y caracterice las actuales 
condiciones de las ordenación territorial y urbana en nuestras islas, que permita evaluar con 
cierto grado de acierto la potencial adecuación del marco jurídico que se propone. En similar 
sentido carecemos de un diagnóstico de las condiciones técnicas y administrativas que han de 
servir a la redacción, tramitación y posterior gestión de documentos. Tampoco contamos con 
un diagnóstico de fondo sobre la realidad fáctica de los problemas que se vienen padeciendo 
desde hace años, en muchos casos de naturaleza meramente administrativa, más allá de los 
consabidos retrasos en los tiempos de tramitación y aprobación (sobre cuyas causas se debiera 
profundizar), o los contratiempos derivados por cuestiones de competencias administrativas 
indebidamente aclaradas o coordinadas.   
 
Y por supuesto, el Proyecto carece de una mínima proyección prospectiva sobre las 
condiciones de ordenación territorial y urbana de lo que se pretende a medio y largo plazo 
para nuestras islas, en cierto modo contenidas de manera genérica en las Directrices de 
Ordenación General que ahora se anulan. 
 
Los usos del territorio no se ordenan ni solo ni principalmente a partir de un texto jurídico. Mal 
servicio estaremos dando a nuestra sociedad si así lo entendemos.  
 
Posiblemente debamos explorar otros modos y otras herramientas, mucho más flexibles, 
mucho más abiertas, renunciando a someter a la “norma” muchas cuestiones de “forma” que 
deben dejarse a la discrecionalidad responsable de los evaluadores correspondientes, con 
capacidad de mayor adaptación a la realidad cambiante y regida por la incertidumbre en la que 
vivimos. 
 
Desde ya una lejana Ley del Suelo del año 1956, de carácter fundacional, en la que aparecen 
determinados principios, deberíamos haber tenido tiempo de aprender lo que funciona y lo 
que no funciona en este complejo y necesario mundo del urbanismo. 
 
 
5 UN PROYECTO DE LEY CON EXCESIVOS CONCEPTOS JURÍDICOS 

INDETERMINADOS Y TERMINOLOGÍA IMPRECISA.   
 
El Proyecto de Ley adolece en algún caso de imprecisión en el uso y significado de algunos 
términos empleados, lo que en muchos casos induce a interpretaciones innecesariamente 
discordantes, o incluso nos lleva a no entender de qué se habla al contrastarse con la realidad. 
El texto necesita de una cuidadosa revisión, y aumentar la relación de Definiciones facilitadas 
en su artículo 2 y su preciso significado en la Ley. Sería conveniente trabajar en el empleo de 
términos técnicamente más acertadas sobre lo que, por ejemplo, se ha de entender por 
Sistema General, Equipamiento, Dotación, Suelo Urbano, Ámbito, Sector, etc. 
  
Otro asunto de mayor calado e importancia extrema es la excesiva aparición de lo que se 
denominan conceptos jurídicos indeterminados, sin duda fuente de litigios en los tribunales y 
origen de muchas confusiones de carácter conceptual. El objetivo sería intentar reducir los 
casos de interpretación discrecional demasiados subjetivos, o al menos no estimular la 
posibilidad de interposición de recursos. A modo de ejemplo tan solo citaremos la existencia 
de expresiones tales como las que aparecen en el art. 82.2 que hace alusión a los “modos 
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tradicionales de ocupación del suelo de Canarias” (que en tono irónico podríamos referenciar 
al alto grado de ilegalidad, o el crecimiento excesivo en formaciones dispersas de baja 
densidad en uso residencial, consumidora irracional de enorme cantidad de suelo y recursos 
durante las últimas dos décadas), o en el art. 60.1.f y g cuando se mencionan que debe existir 
“armonía con las tradicionales en el medio rural canario” e “integración en el entorno 
inmediato y en el paisaje”, desconociendo por parte de quien legisla que mencionar los 
términos “integración” o “armonía” es entrar en una de las cuestiones más complejas de la 
teoría estética desde el siglo XVIII, y con seguridad de las más difíciles de acordar con criterio, 
más allá de la mera mímesis ramplona con lo existente la reproducción banal de estereotipos, 
o la simple y llana renuncia a permitir el desarrollo de lo que sin duda es la materia prima de la 
arquitectura y la planificación, la creatividad enriquecedora comprometida con el interés 
público.  
 
 
6 UN PROYECTO DE LEY CON EXCESIVO DESARROLLO REGLAMENTARIO.  
 
Una de las características que debería considerar cualquier norma con rango de Ley que se 
pretenda realmente eficaz es la necesidad, cuando no obligación, de ser un texto necesario, 
eficaz, proporcional, seguro, cierto, transparente y eficiente, como repetidamente nos 
transmite el director del Equipo Redactor del Proyecto desde la academia universitaria. 
Nosotros añadiríamos que además las leyes han de ser sencillas, pocas y precisas, claras, 
consistentes, tan breves como sea posible, diseñadas con vocación de pervivencia y por tanto 
libre de medidas de carácter meramente coyuntural, favoreciendo la legítima e imprescindible 
capacidad de interpretación discrecional responsable, único modo de tener una importante 
capacidad de adaptación y respuesta a la naturaleza cambiante e incierta de nuestra sociedad.  
Esto sin duda conlleva la necesidad de que la nueva Ley debería concretarse en un texto lo más 
breve y conciso posible, y en consecuencia parece necesaria la eliminación de todos aquéllos 
aspectos que deberían aparecer en una norma de rango inferior, como es un Reglamento, 
tanto en razón de eficacia en el manejo práctico de la Ley, como en la facilidad o no de 
modificación en el futuro, en función de los permanentes cambios de la realidad a la que han 
de regular. 
 
En este sentido el Proyecto propuesto contiene una gran cantidad de disposiciones de carácter 
netamente reglamentario que dan al texto un carácter enciclopédico o de compendio 
impropio de una Ley. Además, al no poder desarrollar todas las determinaciones que derivan 
de su articulado con igual intensidad, el resultado es un texto claramente algo desequilibrado, 
con capítulos excesivamente prolijos en su desarrollo (incluso para un reglamento), y otros 
excesivamente genéricos o meramente enunciativos, remitiéndose estos últimos a desarrollos 
reglamentarios sin apenas dar criterios o pautas, en muchos casos limitativas en competencias, 
propias de una Ley del Suelo. De entre estos últimos por su importancia destacamos los 
relacionados con los usos turísticos, o la dimensión territorial y urbana del Patrimonio 
Histórico y Cultural, Etnográfico, Arqueológico y Paisaje, entre otros.  
 
Por ejemplo todas las disposiciones sobre normas de procedimiento y tramitación de los 
planes, contenido de los mismos, estándares urbanísticos, etc., deberían integrar el 
Reglamento de Planeamiento de Canarias. Al desarrollarse (o eso se pretende) en el corpus de 
una Ley, complica innecesariamente sus irremediables actualizaciones futuras, aunque solo 
sea por razón del procedimiento que se sigue para su aprobación. Sin ninguna duda el excesivo 
desarrollo reglamentario lastrará la operatividad futura de la aplicación de aquello que se trata 
de regular, por no hablar de la ampliación de la capacidad interpretativa que se haga 
discrecionalmente.  
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Este Reglamento de Planeamiento debería contener al menos los siguientes aspectos: 
 

− Desarrollo de las determinaciones de los instrumentos de planeamiento 
− Documentación de los instrumentos de planeamiento 
− Procedimientos de la formación y aprobación de los planes 
− Reservas de suelo para dotaciones, equipamientos y espacios libres 
− Criterios en la conformación de coeficientes de homogeneización 

 
El Reglamento de Procedimientos de los Instrumentos de Ordenación del Sistema de 
Planeamiento de Canarias, actualizado, quedaría integrado en el Reglamento de Planeamiento 
de Canarias. 
 
Este Reglamento de Planeamiento debería contener, a nuestro juicio, lo estrictamente 
necesario, al estilo del Reglamento de Planeamiento estatal del año 1978, que se estuvo 
aplicando en su totalidad hasta el momento del desarrollo legislativo en materia de suelo de la 
comunidad autónoma canaria. Asimismo, se trasladaría al Reglamento de Gestión y Ejecución 
del sistema de Planeamiento de Canarias todo el desarrollo de estos aspectos contenidos en el 
Proyecto de Ley. 
 
 
7 SUELO RÚSTICO.  
 

7.1 Definición y categorización.  
 
Los impulsores de la Ley han afirmado reiteradamente que “hasta ahora todo lo que no fuera 
suelo rústico era urbanizable”, para realzar que el nuevo texto trata de invertir la regla. En 
realidad esta afirmación no parece exacta por cuanto esta definición negativa del suelo 
urbanizable, que está en el origen de muchos de los males de la burbuja inmobiliaria española 
–singularmente desde la Ley del Suelo de 1998-, dejó de estar en vigor con la Ley del Suelo del 
año 2007 (Texto Refundido del año 2008). Es más, en Canarias no llegó ni tan siquiera a 
aplicarse por cuanto el TRLOTENC del año 2000 definía el suelo urbanizable de modo positivo, 
es decir como aquel “que el planeamiento general urbanístico adscriba, mediante su 
clasificación, a esta clase de suelo por ser susceptibles de transformación, mediante su 
urbanización, en las condiciones y los términos que dicho planeamiento determine.” 
 
Es decir, exactamente la misma definición que se adopta para el Suelo urbanizable en el actual 
Proyecto de Ley. 
 
En lo que se refiere al Suelo rústico, la definición sigue siendo, en esencia, la misma que la del 
artículo 54 de la del Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y Espacios 
Naturales de Canarias, salvo que se añade que, “con carácter general, cualquier terreno no 
clasificado como urbano o urbanizable será suelo rústico”. 
 
En definitiva, el concepto de suelo rústico permanece inalterado, lo que parece un acierto en 
tanto en cuanto se trata de un concepto comúnmente aceptado, que apenas ha generado 
controversias.  
  
En cuanto a la redenominación del suelo rústico de protección territorial, no merece objeción 
alguna, una vez que han desaparecido los motivos que motivaron la aparición de este 
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concepto en la Ley (la consideración de todo el suelo que no fuera rústico de protección se 
podía considerar como suelo urbanizable en la LS’98).4 
 
 
7.2 El régimen jurídico del suelo rústico. Fondo insular de compensación: 

oportunidad y coherencia. Dificultades de gestión. Competencias. (arts. 37 a 
40).   

 
En el apartado VIII del Preámbulo al Proyecto de Ley, con respecto a la ordenación y utilización 
del suelo rústico se establece  
 

“la necesidad de compensar por conservar a favor de los suelos con valores ambientales, 
incluidos o no en espacios naturales protegidos, haciéndoles partícipes de una parte de la 
plusvalía urbanística a la que, sin duda, contribuyen con su existencia”. 
 

Aunque esta compensación del suelo rústico ambiental deriva de la vigente Ley 14/2014, aquí 
se concreta de otra manera, llegándose a plantear que son los suelos urbanizables, los suelos 
urbanos no consolidados y las actuaciones de dotación en suelo urbano los que doten con 
recursos este fondo insular de compensación. 
 
En el texto articulado se desarrolla en los artículos 37 a 40, además de estar relacionados 
parcialmente los artículos 46, 52 y 56. Vale la pena reproducirlos aunque solo sea 
parcialmente: 
 

Art. 46 Deberes del propietario de suelo urbanizable ordenado. 
2. Además, el propietario del suelo urbanizable ordenado está obligado a contribuir a la 
conservación de los suelos ambientales y de los paisajes insulares en una cantidad 
equivalente al 3% del aprovechamiento del sector. 
Art. 52. Deberes de los propietarios de suelo urbano no consolidado. 
2. Además, el propietario de suelo no consolidado está obligado a contribuir a la 
conservación de los suelos ambientales y de los paisajes insulares mediante la aportación 
al fondo insular de conservación de una cantidad equivalente al 1% del aprovechamiento 
del ámbito. 
Art. 56 Deberes de los propietarios en actuaciones de dotación. 
7. Además, el propietario de suelo urbano incluido en una actuación de dotación, que 
implique incremento de edificabilidad, está obligado a contribuir a la conservación de los 
suelos ambientales y de los paisajes insulares mediante la aportación al fondo insular de 
conservación de una cantidad equivalente al 5% del incremento del aprovechamiento en 
el ámbito de la actuación. 
En el Art. 37. (Derechos de los propietarios del suelo rústico), en su punto 3, se fija la 
compensación al propietario de suelo rústico de protección ambiental, equivalente al 0,5 
% como mínimo del valor catastral que corresponda. 

 
En el art. 40. (Fondo insular de compensación de la conservación) se regula con detalle el 
procedimiento a seguir y el modo en que se ha de gestionar. 
 

                                                            
4 Una cuestión que no ha sido desarrollada legislativamente, pero si en algunos PGO (San Miguel de 
Abona, por ejemplo) es el análisis de la compatibilidad entre las categorías legales de suelo, de modo 
que dentro de cada clase “principal” de suelo rustico, sean “compatibles” otras categorías en 
determinadas circunstancias y proporciones 
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Compensar por conservar: un supuesto derecho de compleja gestión 
El artículo 8 del Proyecto de la Ley del Suelo proclama el derecho de los propietarios de suelo 
con valores ambientales y paisajísticos a ser compensados por ejercer su responsabilidad de 
conservarlo, al considerar que su contribución a la conservación de dicho suelo forma parte de 
la función social del derecho de propiedad. En consecuencia, ese mismo artículo dispone que 
quienes se beneficien de la existencia y conservación de dichos espacios deben contribuir a su 
conservación. 
 
El beneficiario de la existencia y conservación de esos suelos no está definido en la nueva Ley; 
sin embargo hemos de destacar que del paisaje y los suelos de valor ambiental se benefician 
realmente todos los residentes de cada una de las islas, además de los visitantes 
(fundamentalmente turistas). ¿Cómo se gestiona la contribución de todos y cada uno de los 
beneficiarios?, ¿a través de impuestos ambientales? 
 
El Proyecto de la Ley valora el derecho del propietario de suelo rústico de protección 
ambiental a ser compensado con un mínimo 0,5% del valor catastral, que se incrementará en 
función del aumento de mejoras. Esta compensación se carga en exclusiva a los propietarios 
del suelo urbanizable ordenado y del suelo urbano no consolidado, además del incluido en 
actuaciones de dotación, y no se distribuye por igual entre todos los beneficiarios. Por tanto, 
en este aspecto, no estamos ante una Ley equitativa. Ni tampoco justa. 
 
Por otro lado, ¿cómo se mide el alcance de la contribución del propietario de suelo 
comprendido en alguna de las tres categorías -urbanizable, urbano no consolidado o de 
dotación- para la conservación de los suelo de valor ambiental y paisajístico, más allá del deber 
que le viene impuesto por ser titular de dicho bien inmueble? Es más, ¿cuáles son las acciones 
de conservación que se considerarían “especiales” y que superarían las que se suponen 
incluidas en el deber de mantenimiento de todo propietario de suelo por ser poseedor dueño 
del mismo, y que serían susceptibles de ser compensadas económicamente? ¿Se ha 
cuantificado, aunque solo sea de manera indicativa, el coste económico de esa compensación 
por conservar, dirigida a todos los propietarios de suelos de valor ambiental y paisajístico, con 
valores desagregados por islas?  
 
Hay que considerar que de valor ambiental y paisajístico podrían ser, además de los espacios 
naturales protegidos por ley, otros de especiales características protegidos por los planes, o 
incluso los suelos agrícolas, cuyo mantenimiento contribuye a dar valor a un paisaje singular, 
incluso con valor cultural vinculado a modos tradicionales de vida, como sería el caso de los 
considerados de manera vaga “Paisajes Culturales”. ¿Por qué razón los propietarios de estos 
suelos no pueden acceder a un cierto grado de compensación por conservación?.  
 
En fin, si todos los propietarios de dichos suelos reclamaran la compensación que se les otorga 
en el Proyecto de Ley, se vería incapaz el “Fondo Insular de Compensación de la Conservación” 
de hacer frente a tal demanda. De hecho se constituiría en un instrumento fiscal ineficiente 
que crearía un problema hasta ahora inexistente, de casi, si no imposible gestión con la actual 
estructura administrativa y medios reales de gestión a su alcance.5 
 
Si se añade esta carga a los procesos de desarrollo de la planificación territorial y urbana 
debería ser un esfuerzo a realizar colectivamente, y no solo los promotores de suelo 

                                                            
5 Cabría plantearse porque no se compensan otras afecciones de “conservación” Patrimonio Histórico, 
suelo rustico  agrario, edificación obsoleta, renovación turística, etc 
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urbanizable, urbano no consolidado o que promuevan actuaciones de dotación. Por otra parte 
el Proyecto de Ley tampoco considera el agravio comparativo que supone a los afectados por 
la protección patrimonial en relación a los que se les disminuye el aprovechamiento respecto a 
otros propietarios colindantes. 
 
Valdría la pena comparar con el modo en que se resuelve en otros casos como es el de la 
legislación francesa, de larga tradición y perfectamente implantada, con problemas asimilables 
que se resuelven mediante el otorgamiento de una edificabilidad básica a todo propietario de 
suelo del 0,1m2c/1m2s, transferible a los ámbitos en los que se en efecto se pueda materializar 
legalmente. 
 
 
7.3 El régimen jurídico del suelo rústico. Los Asentamientos Rurales. 
 
En el apartado VIII del Preámbulo del Proyecto de Ley, al hacer referencia a los asentamientos 
en suelo rústico, se establece que  
 

“la delimitación de los asentamientos rurales viene siendo uno de los obstáculos 
recurrentes en la elaboración y aprobación del planeamiento general. La experiencia 
acumulada desde la Ley de Suelo Rústico de 1987 en que aparecieron por primera vez, 
aconseja establecer un régimen lo más reglado posible de lo que sean esos 
asentamientos. No resulta razonable que el propietario de suelo en esos espacios 
venga determinado por criterios discrecionales y dispares del planificador territorial y 
urbanístico; y ello sin perjuicio de las peculiaridades que esos asentamientos tienen en 
cada una de las islas. En este sentido, el régimen de los asentamientos se conforma a 
partir del concepto de “núcleo de población”, identificado por un conjunto de 
edificaciones no integradas en la malla urbana. En concreto, conjunto de 10 
edificaciones (de menos, según el número de residentes) que están formando calles, 
plazas o caminos, incluyendo los espacios vacantes intermedios, así como aquellas 
viviendas situadas a menos de 200 metros de ese conjunto, pero que forman parte del 
mismo; de acuerdo con el criterio utilizado por el Instituto Nacional de Estadística. Es 
una formula flexible, que, de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley, corresponde 
concretar, resolviendo los elementos indeterminados que incorpora, el plan insular de 
ordenación.” 
 

Más adelante, en el texto articulado la referencia concreta es la siguiente:  
 

“Art. 36, Delimitación del suelo rústico de asentamiento. 
1. Se considera núcleo de población a un conjunto de, al menos, 10 edificaciones 
residenciales que formen calles, plazas o caminos, estén o no ocupados todos los 
espacios intermedios entre ellas; también tendrá esta consideración el conjunto con un 
número inferior de edificaciones que, sin embargo, cuenten con una población 
residente superior a 40 personas. 
2. Igualmente, forman parte del núcleo de población las edificaciones que, estando 
separadas del conjunto, se encuentren a menos de 200 metros de los límites exteriores 
del mismo, excluyéndose del cómputo de esa distancia los terrenos ocupados por 
instalaciones agropecuarias, industriales y otras equivalentes, instalaciones deportivas, 
cementerios, así como barrancos que sean cruzados por puentes.6 

                                                            
6 Este artículo se redacta a partir de la extracción casi literal del Nomenclátor del Instituto Nacional de 
Estadística:  
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3. El perímetro del asentamiento vendrá determinado por la ocupación territorial 
actual y el necesario para atender el crecimiento vegetativo futuro, incluyendo el suelo 
preciso para las dotaciones y equipamientos que correspondan, cuando no sea posible 
su localización en el interior del asentamiento. 
4. El planeamiento general mantendrá la estructura rural de los asentamientos, 
mejorando, en su caso, los viales existentes y evitando la apertura de nuevos, salvo 
excepciones que pretendan la colmatación interior o, en su caso, la comunicación de 
viviendas interiores consolidadas. 
5. El planeamiento general, o en su caso los planes y normas de espacios naturales 
protegidos, determinará la ordenación estructural de cada asentamiento teniendo en 
cuenta la red viaria estructural y las interconexiones y desarrollos necesarios para 
mejor funcionalidad y aprovechamiento del suelo, en previsión de los crecimientos 
poblacionales y las actividades propias del lugar de que se trate en cada caso. 
Asimismo, podrá fijar la delimitación y parámetros de ordenación de unidades de 
actuación que pudieran ser necesarias para una correcta ordenación pormenorizada. 
6. Igualmente, los instrumentos mencionados podrán incorporar la ordenación 
pormenorizada de áreas del asentamiento que presenten una ocupación igual o 
superior a 2/3 de aquella, sin que la nueva edificabilidad que se otorgue pueda ser 
superior al veinticinco por ciento de la ya materializada. El planeamiento deberá 
determinar la contribución al sostenimiento de las dotaciones y equipamientos que las 
nuevas ocupaciones generen. En defecto de aquellos instrumentos, la ordenación de 
esos asentamientos se efectuará mediante plan especial de ordenación.” 
 

Ya desde el mismo Preámbulo del Proyecto se reconoce las dificultades que en la actualidad 
tienen los PGO para la delimitación de los Asentamientos Rurales, siendo éste sin duda uno de 
los principales problemas que se presentan durante su proceso de redacción, tramitación y 
aprobación de los Planes, existiendo además gran disparidad de criterios en su delimitación. Es 
por este motivo por el que entendemos que el Proyecto pretenda “establecer un régimen lo 
más reglado posible”, que unifique los criterios de actuación en estos suelos. 
 
 Sin embargo uno de los principales problemas que plantea el Proyecto es la propia forma de 
identificarlos “a partir del concepto de núcleo de población”, establecido a partir de 
indicadores de cantidad (10 casas o al menos 40 empadronados, independiente de su real o no 
residencia) junto a la existencia de viario y algún espacio público (plaza), en cualquier caso 
insuficientes si no se tienen en cuenta otros conceptos como son el de “compacidad”, 
“complejidad de usos” y “cohesión territorial”. 
 
En los casos que existe el “núcleo de población”, con un número mínimo de diez casas de uso 
residencial, una elemental estructura urbana, la plaza, etc., aunque luego existan algunas 
residencias casas próximas exteriores al pequeño núcleo, el Proyecto de Ley da pautas para su 
delimitación, tratamiento, etc. Además incorpora, de forma más clara, la delimitación de 
unidades de actuación y la ordenación mediante planes especiales de ordenación. El problema 

                                                                                                                                                                              
“Se considera Núcleo de población a un conjunto de al menos diez edificaciones, que están formando 
calles, plazas y otras vías urbanas. Por excepción, el número de edificaciones podrá ser inferior a 10, 
siempre que la población que habita las mismas supere los 50 habitantes. Se incluyen en el núcleo 
aquellas edificaciones que, estando aisladas, distan menos de 200 metros de los límites exteriores del 
mencionado conjunto, si bien en la determinación de dicha distancia han de excluirse los terrenos 
ocupados por instalaciones industriales o comerciales, parques, jardines, zonas deportivas, cementerios, 
aparcamientos y otros, así como los canales o ríos que puedan ser cruzados por puentes. Las 
edificaciones o viviendas de una entidad singular de población que no pueden ser incluidas en el 
concepto de núcleo se consideran en diseminado.” 
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se plantea cuando no puede identificarse un núcleo de población en los términos definidos, de 
los que podemos encontrar numerosos ejemplos en todas las islas occidentales, que en las 
zonas altas de muchos municipios se han ocupado (La Victoria, La Matanza, Sata Úrsula, 
Garafía, Barlovento, San Andrés, Puntallana, El Pinar, etc), con edificación más o menos 
dispersa, producto de la autoconstrucción, dispuesta a borde de antiguos caminos agrícolas, 
actualmente asfaltados, sin ninguna intención de crear una trama urbana ni mucho menos un 
núcleo de población. Estos caminos, de fuertes pendientes, trazados irregulares y anchos muy 
variables, cuentan sin embargo con suministro de energía eléctrica, telefonía, agua, asfaltado, 
saneamiento y tratamiento de aguas residuales individual o colectivo (fosa séptica y pozo 
absorbente), además de alumbrado público. Además el grado de consolidación de la 
edificación es muy variable, existiendo tramos amplios de bordes de caminos sin edificación, o 
con edificación solamente en uno de sus bordes. Por otro lado, los caminos siguen siendo los 
accesos a las fincas agrícolas en producción que se encuentran en sus bordes. 
 
Al no existir un reconocimiento claro de estas estructuras agrícolas-residenciales, no es posible 
hacer su estudio en función de su estado de consolidación y otras características que permitan 
su reconocimiento legal y su posterior tratamiento de su desarrollo, que podría ir desde la 
paralización total de su crecimiento (simple reconocimiento de lo existente con pautas de 
renovación), a posibilitar un desarrollo controlado en estructuras de desarrollo que no generen 
nuevos problemas. 
 
El Proyecto de Ley no aborda con claridad el tratamiento de esta extensa casuística, y por 
tanto no plantea soluciones encaminadas a un correcto tratamiento y ordenación, si ese fuera 
el caso. En realidad habría que replantearse con claridad y valentía la naturaleza urbanística 
que se quiere dar al suelo de estos núcleos de población, incluso volviendo a considerar la 
limitación estricta de su desarrollo constreñida a su particular dinámica de crecimiento, que 
debiera estar ajena por completo al mercado inmobiliario convencional.    
En definitiva, la regulación que establece el Proyecto de Ley para la regulación de los 
asentamientos rurales no es precisa, y con seguridad será causa de problemas de 
interpretación a la hora de su identificación, delimitación, caracterización y ordenación. 
 
Para empezar en el artículo 36 que lo desarrolla se utiliza indistintamente el término “núcleo 
de población” y “asentamiento”, generando dudas razonables sobre si se está hablando de lo 
mismo, por lo que necesariamente deberá ser objeto de mayor precisión. 
 
Según el citado artículo, las reglas de aplicación en la delimitación de un asentamiento exige al 
menos la existencia de diez edificaciones estructuradas en torno a calles, plazas o caminos, 
condicionado en su extensión por el suelo necesario para atender al crecimiento vegetativo 
futuro.  Lo que ya no está tan claro es el apartado 2 de este artículo en el que se dice que 
igualmente forman parte del núcleo de población las edificaciones separadas del conjunto 
situadas a menos de 200 m. del perímetro. Para comprobar el significado preciso de estas 
reglas sobre el territorio, las implantaremos gráficamente en un caso concreto, mediante los 
siguientes pasos:  
 

1.- la delimitación actual de un asentamiento rural;  
2.- la delimitación actual dibujando un ámbito exterior al asentamiento a una distancia 
de 200m. del perímetro (en amarillo);  
3.- un ejercicio de categorización del asentamiento interpretando el Proyecto. 
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El ejercicio consiste en recoger como SRAR las edificaciones existentes en el ámbito de los 200 
metros (suponemos que desde el borde exterior del ámbito delimitado), ya que el texto del 
Proyecto señala que éstas también forman parte del núcleo de población. Se entiende por 
tanto que habrán de categorizarse como SRAR.  
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Se adjunta a continuación una imagen donde se recoge un ámbito de asentamiento rural más 
compacto, reducido con respecto a la delimitación inicial al descartarse las parcelas vacantes, 
pero recogiendo el crecimiento vegetativo futuro estimado, al que se incorporan como 
satélites de éste todas las edificaciones dispersas que se incluyen en el ámbito. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Si el objeto de este punto del artículo es dotar de ordenación pormenorizada a estas 
edificaciones, garantizando con ello su permanencia, habría que definir el frente de parcela 
que viene indicado por el trazado viario, de acceso a las edificaciones, elemento definidor de la 
alineación y por tanto definidor de la propiedad pública y la privada.   
 
En el ejercicio realizado se comprueba que la mayor parte de los accesos a estas edificaciones 
son caminos privados o serventías. Recogerlos como viarios en el Plan para otorgar una 
ordenación a estas edificaciones, conllevaría su conversión en viarios de uso público a recoger 
en el Plan, lo que a su vez plantea un sobrecoste de expropiación sospechamos que inasumible 
para la administración local, además de no tener sentido alguno desde el punto de vista de la 
ordenación. Por otra parte, este criterio de incluir las edificaciones dispersas para que estén 
sometidas a una “ordenación” en torno a los asentamientos, nos lleva a preguntarnos el 
porqué de no proponer lo mismo para los suelos urbanos en su límite con los suelos rústicos.  
En consecuencia, debería considerarse la eliminación del punto 2 del art. 36, ya que propicia 
una mayor dispersión de la edificación de la ya existente.  
 
De los puntos 5 y 6 del art. 36 del Proyecto podemos inferir que ha de ser el planeamiento 
general el que ordene estructuralmente los asentamientos; sin embargo aquéllos que tengan 
un nivel de ocupación inferior a los 2/3 de la superficie delimitada, su ordenación 
pormenorizada se ha de remitir a un Plan Especial. En este sentido convendría aclarar la 
conveniencia de poder disponer la ordenación pormenorizada desde el documento 
correspondiente del PGO. Máxime cuando el sistema de Gestión recomendado desde el Texto 
Refundido de la LOTENC, era el de expropiación. 
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En cuanto a los usos admisibles, el art. 69 del Proyecto nos indica que, en general, “en ningún 
caso se permitirán construcciones en hileras o adosadas” de carácter residencial, dando por 
hecho que los asentamientos han de ser núcleos de población constituidos por edificaciones 
de carácter rural y disposiciones aisladas o pareadas, cuando la realidad es mucho más diversa, 
y regular con esta condición podría implicar dejar a muchas edificaciones o asentamientos 
enteros fuera de ordenación. 
 
El caso de la reciente Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia 
 
Los Asentamientos en suelo rústico son una característica específica de los usos del suelo rural 
en algunas Comunidades Autónomas españolas, consustancial a un modo tradicional de 
implantación poblacional, y de características propias no siempre fáciles de identificar y 
caracterizar a efectos de dotarles de instrumentos urbanísticos que permitan una adecuada 
gestión. En este sentido Comunidades como Galicia, Asturias, Cantabria, el País Vasco o 
Navarra serían los territorios de referencia obligada con los que poder compararse, en especial 
en lo que hace a la casuística existente en nuestras islas occidentales y gran parte de Gran 
Canaria, dada la naturaleza topográfica de sus suelos, la menuda estructura de la propiedad, la 
importancia de la agricultura, etc.   
 
En este sentido vale la pena tener presente la muy reciente Ley 2/2016 del suelo de Galicia 
que, en su Art. 23. Suelo rústico rural, nos indica lo siguiente: 
 

“1. Constituyen el suelo de núcleo rural las áreas del territorio que sirven de soporte a un 
asentamiento de población singularizado, identificable y diferenciado administrativamente 
en los censos y padrones oficiales que el planeamiento defina y delimite teniendo en cuenta 
el número de edificaciones, la densidad de viviendas, su grado de consolidación por la 
edificación y, en su caso, la tipología tradicional de su armazón y de las edificaciones 
existentes en el mismo. 
2. El planeamiento, en congruencia con el modelo de asentamiento poblacional que 
incorpore en el estudio del medio rural, delimitará los núcleos rurales de su ámbito de 
aplicación en atención a los parámetros anteriores, significadamente los antecedentes 
existentes de delimitaciones anteriores, sus peculiaridades urbanísticas y morfológicas, y su 
capacidad de acogida de la demanda previsible del uso residencial en el medio rural. La 
definición de su perímetro se realizará en función de las condiciones topográficas y la 
estructura de la propiedad y de su nivel de integración en las dotaciones y servicios 
existentes en el mismo en los términos previstos en la presente ley, y se ajustarán a las 
infraestructuras y huellas físicas de los elementos naturales existentes, siendo necesario, en 
su caso, prever la total urbanización y suficiencia de las redes de dotaciones, comunicaciones 
y servicios. 
3. La delimitación de los núcleos rurales que el planeamiento establezca vendrá referida a 
alguno de los siguientes tipos básicos: 

a) Núcleo rural tradicional, caracterizado como tal en función de sus características 
morfológicas, de la tipología tradicional de las edificaciones, de la vinculación con la 
explotación racional de los recursos naturales o de circunstancias de otra índole que 
manifiesten la vinculación tradicional del núcleo con el medio físico en el que se ubica. 
Su delimitación se realizará en atención a la cercanía de las edificaciones, los lazos de 
relación y coherencia entre lugares de un mismo asentamiento con topónimo 
diferenciado y la morfología y tipologías propias de dichos asentamientos y del área 
geográfica en la que se encuentran (caserío, lugar, aldea, barrio u otro), de modo que 
el ámbito delimitado presente una consolidación por la edificación de, al menos, el 50 
%, de acuerdo con la ordenación propuesta y trazando una línea perimetral que 
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encierre las edificaciones tradicionales del asentamiento siguiendo el parcelario y las 
huellas físicas existentes (caminos, ríos, riachuelos, ribazos y otros). 
b) Núcleo rural común, constituido por aquellos asentamientos de población 
reconocibles como suelo de núcleo rural por su trama parcelaria o el carácter 
tradicional de su viario soporte pero que no presentan las características necesarias 
para su inclusión en el tipo básico anterior. Su delimitación habrá de hacerse en función 
de las previsiones de crecimiento que el plan general establezca para el núcleo y 
teniendo en cuenta que el ámbito delimitado deberá presentar un grado de 
consolidación por la edificación, de acuerdo con la ordenación urbanística que para el 
mismo se contemple en el plan, igual o superior a un tercio de su superficie.” 

 
 
8 SUELO URBANO CONSOLIDADO Y NO CONSOLIDADO: 
 
La definición y el régimen del suelo urbano consolidado y no consolidado ha sido y sigue 
siendo fuente de numerosos conflictos. 
 
La ley vigente y el Proyecto de Ley definen el Suelo Urbano (SU) en base a dos criterios: 
 

- La presencia de determinados servicios (“acceso rodado, abastecimiento de agua, 
evacuación de aguas residuales y suministro de energía eléctrica, en condiciones de 
pleno servicio tanto a las edificaciones preexistentes como a las que se hayan de 
construir”). 

- La consolidación en más de dos tercios por la edificación, “de acuerdo con la 
ordenación que con el planeamiento general se establezca”. 
 

El Suelo Urbano consolidado es definido en función de que además de los servicios necesarios 
para ser considerado como urbano, tenga otros varios -“pavimentación de calzada, encintado 
de aceras y alumbrado público, en los términos precisados por el Plan General.”-, que 
completen su urbanización. 
 
El conflicto surge al considerar el Suelo Urbano no consolidado y su régimen. Este suelo se 
define como aquel que no cuenta con los servicios necesarios para ser consolidado. El régimen 
de aplicación a este suelo es equivalente al de suelo urbanizable, tanto en lo que refiere a 
derechos como a deberes (cesiones según art.36, deber de urbanizar, equidistribución,…). De 
este modo, un suelo urbano consolidado por la edificación sin cualquiera de los servicios 
establecidos para el suelo urbano estaría sometido a este régimen, lo que es un completo 
contrasentido. 
 
Esta cuestión coloca a los redactores frente a una disyuntiva de difícil solución: clasificar como 
consolidado suelos edificados que carecen de servicios, pongamos por ejemplo los Riscos de 
Las Palmas o muchos barrios de autoconstrucción (incumpliendo la Ley); o aplicar a esos suelos 
las servidumbres derivadas de su categorización como SUNC. 
 
Frente a este problema, se propone la creación de una subcategoría de suelo urbano no 
consolidado por carencia de servicios. Esta categoría estaría integrada por aquellos suelos 
consolidados por la edificación que carezcan de alguno de los servicios necesarios para ser 
considerados como Suelo Urbano Consolidado. A este suelo ser le aplicaría el régimen del SUC, 
salvo que sería objeto de un Plan Especial de Reforma Interior que establecería las obras de 
urbanización, las dotaciones y espacios libres necesarios para completar su urbanización y la 
distribución de las cargas entre los afectados-beneficiarios.  
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8.1 Renovación del suelo urbano: oportunidad de recuperación de los Planes de 

Reforma Interior.   
 
Con la Ley 8/2013 (la de las tres erres), de carácter básico, se inicia un intenso proceso de 
reflexión e incorporación a los marcos legales del urbanismo de la inevitable rehabilitación, 
regeneración y renovación de los tejidos urbanos. 
 
No es que no se viniera trabajando en estas cuestiones con anterioridad, sino que se toma 
conciencia sobre la amplitud de los problemas a resolver, y se proponen instrumentos 
específicos para abordarlos. La rehabilitación, renovación y regeneración de nuestros núcleos 
urbanos más maduros, en especial los que se desarrollaron a partir de los años 50’, 60’ y 70’, 
va más allá de la mera intervención en estructuras físicas, debiendo incorporar cuestiones 
relacionadas con el medioambiente, las estructuras sociales afectadas, y su viabilidad y 
sostenibilidad económica. Por no hablar de los importantes procesos de participación 
ciudadana que se han de activar, o los específicos de carácter financiero. 
 
Con posterioridad será el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, el que termine de 
completar el vigente marco legal básico de obligado cumplimiento, quedando en manos de su 
concreto y preciso desarrollo en la transposición que cada Comunidad Autónoma haga del 
Decreto.  
 
El patrimonio edificado existente en los núcleos urbanos de nuestra comunidad no es una 
excepción a la situación general existente. Antes al contrario, el problema se agrava debido a 
situaciones urbanísticas heredadas nunca adecuadamente resueltas, o simplemente producido 
por la modestia constructiva de sus edificaciones, en un gran volumen consecuencia de 
procesos de autoconstrucción de difícil control. 
 
En este escenario el Proyecto de Ley apenas profundiza en las posibilidades que la trasposición 
de la Ley 7/2015 ofrece, haciendo un ejercicio de mera traslación de reglas e instrumentos, 
pero sin entrar en las singulares características de nuestra realidad, que harían necesarios 
instrumentos urbanísticos de distinto alcance y contenido. Desde las Inspecciones Técnicas de 
Edificios o los Informes de Evaluación de los Edificios, hasta los procedimientos de gestión, 
nuestros planes necesitan dotarse de reglas más precisas y de principios de actuación mejor 
identificados, en los que dejen de primarse las meras inspecciones visuales (perfectamente 
inútiles desde el punto de vista técnico), y se potencien los protocolos técnicos, además de 
aclarar con firmeza obligaciones y responsabilidades, más allá de la genérica obligación de 
conservación de los propietarios.  
 
Teniendo en cuenta el progresivo deterioro que está teniendo lugar en las partes más 
consolidadas y antiguas de las ciudades principales del archipiélago, y la enorme dificultad 
para intervenir en este tipo de tejidos, no estaría de más recuperar la antigua figura del Plan 
Especial de Reforma Interior, que tan buenos resultados ha dado en el pasado. 
Convenientemente puesto al día sería un excelente instrumento al servicio de la 
transformación positiva de nuestra ciudad consolidad obsoleta, sustituyendo y rehabilitando 
construcciones e instalaciones y, al tiempo, conservando los elementos considerados de 
interés colectivo. Desde ese punto de vista los objetivos de la reforma interior serían los 
siguientes: 
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- Descongestión de las áreas urbanas con exceso de densidad edificatoria 
- Establecimiento de nuevas vías destinadas a mejor el sistema de accesibilidad 

interior. 
- Aportación de nuevas dotaciones urbanísticas, espacios libres y equipamientos. 
- Mejora de las infraestructuras y los elementos constructivos del espacio público. 
- Incrementar la calidad de la ciudad consolidada mediante la revisión de sus 

elementos estéticos y de ornato.  
 
9 EL SUELO URBANIZABLE 
 

9.1 El Régimen jurídico del suelo urbanizable.   
 
En el apartado VII del Preámbulo del Proyecto de Ley (VII. El régimen jurídico del suelo), se 
establece que 
 

“en particular, sobre el suelo urbanizable, su clasificación se limita a aquellos terrenos 
que sean precisos para atender necesidades actuales, que no puedan ser atendidas con 
las bolsas ya clasificadas vacantes”.  

 
Y más adelante,  
 

“En coherencia con ese criterio, se suprime la distinción entre urbanizable sectorizado y 
urbanizable no sectorizado. Todo suelo urbanizable deberá ser sectorizado en la 
medida que lo será por resultar necesario para atender necesidades precisas”. 
 

A continuación serán los art. 41 a 47 del CAPÍTULO III, SUELO URBANIZABLE del TÍTULO I, 
RÉGIMEN JURÍDICO DEL SUELO, los que se ocupen de modo explícito de este suelo. 
 
El “suelo urbanizable no sectorizado” procedía de suelos de reserva para su posterior 
desarrollo en caso de necesidad, previstos en las antiguas leyes nacionales del suelo (LS56, 
TRLS76, TRLS92). Con posterioridad este suelo se llamó “suelo urbanizable no programado”, en 
contraposición obvia al programado. Esta categoría de suelo surgió en momentos de desarrollo 
creciente de las ciudades, ocupándose la legislación de dirigir esa necesidad de expansión, y en 
consecuencia planteando un modelo de cómo sería la ciudad en el futuro.  
 
Sin embargo, en estos momentos, en los que el desarrollo es decreciente en términos de 
ocupación de suelo y de optimización de recursos, las actuaciones se han de centrar en la 
recuperación o rehabilitación de la ciudad construida, donde el modelo se encuentra ya 
consolidado. En este sentido, se ha de limitar en gran medida el crecimiento de los suelos 
urbanizables sectorizados, por lo que directamente se suprimen los no sectorizados. 
 
Y nos parece adecuado. 
 
9.2 El promotor no propietario de suelo urbanizable.   
 
En el apartado XI del Preámbulo del Proyecto de Ley (XI. La ejecución del planeamiento), se 
establece  
 

“con respecto a la ejecución sistemática, con el fin de dar transparencia a la iniciativa 
del promotor y, con ello, mejorar la protección del propietario no promotor, 
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minoritario, la ley exige que aquella se acompañe de una propuesta de proyecto de 
reparcelación y de proyecto expropiatorio, de modo que, desde el principio, el 
propietario conoce las reglas del juego, cuál será su situación si se incorpora, y cuál 
será el justiprecio que perciba en caso de no hacerlo”. 
 

En realidad no se trata de ninguna novedad de este Proyecto de Ley. Se trata de la 
transcripción del sistema de ejecución empresarial del TRLOTENC, solo que intentando aclarar 
las cosas a los propietarios de suelo afectados. 
 
Sin embargo el que el promotor de un suelo urbanizable pueda desarrollar el sector, sin 
acuerdo con los propietarios del suelo, llegó a resultar conflictivo en algunas comunidades 
autónomas, antes de la última modificación de Ley, especialmente en Valencia con la figura del 
agente urbanizador. En aquéllos años en esa comunidad autónoma todo el suelo podía ser 
urbanizable si no estaba protegido. Sin embargo en Canarias, con los marcos legales existentes 
y el que ahora se sigue proponiendo desde el Proyecto, resulta realmente difícil desarrollar un 
sector de suelo urbanizable sin acuerdo con una mayoría de propietarios del suelo.  
 
De hecho pocos casos existen en los que se haya utilizado este sistema empresarial de 
desarrollo, por lo que incluso sería interesante plantear su eliminación, en aplicación precisa 
del espíritu que inspira el nuevo marco legal, intentando eliminar lo que se detecta como 
superfluo o inútilmente conflictivo. 
 
 
9.3 La cuestión de los estándares urbanísticos: un asunto a reconsiderar.   
 
Por razones de difícil justificación incomprensibles se mantienen inalterables (excepto matices 
sin apenas importancia) sin que nunca se cuestionen, siendo este quizá uno de los asuntos que 
plantea innumerables problemas de aplicación práctica, directamente relacionado con las 
necesidades reales de la población, y que además tiene mayor repercusión tiene sobre la 
sostenibilidad económica de los Planes. Se transmiten los mismos planteamientos e 
indicadores de revisión sin ni siquiera realizar un diagnóstico sobre sus efectos, y menos aún 
de justificación de los parámetros utilizados, que como mínimo deberían ser diferentes en 
función de las características, necesidades y posibilidades reales de desarrollo de los ámbitos 
de aplicación. 
 
Con el paso del tiempo y la experiencia práctica se ha podido comprobar que la utilización 
homogénea de estándares para todo tipo de Planes, sin plantear posibilidades de modificación 
que introduzcan mecanismos de flexibilidad a modo de horquillas entre máximos y mínimos en 
función de determinados supuestos, con razones debidamente justificadas, es, a nuestro 
juicio, un enorme error. 
 
No es lo mismo una población con fuerte dinámica económica y social que poblaciones que 
llevan décadas sin apenas dinámica, y en muchos casos con decrecimientos constatados. No es 
lo mismo núcleos poblacionales insertos en un medio rural, de economías muy modestas, con 
enormes dificultades en la gestión cotidiana de los servicios municipales mínimos, y con 
necesidades fácil de tasar, que núcleos de mayor tamaño y vida netamente urbana, con 
desarrollos económicos y niveles de exigencia en la gestión muy altas, potenciales 
crecimientos poblacionales (sea cual sea su índice), y directamente dependiente de estrategias 
de crecimiento/desarrollo de sectores principalmente terciarios y de servicios.  
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No son lo mismo tejidos urbanos especializados en los tejidos turísticos (y por tanto con gran 
preponderancia de clientes frente a ciudadanos residentes), incluso reconociendo una 
determinada necesidad de ocupación residencial, que núcleos urbanos netamente 
residenciales o vinculados a excepcionalidades como puedan ser un conjunto histórico, un 
puerto, etc.  
 
No es lo mismo un polígono industrial de actividad logística o de fabricación convencional, que 
un parque empresarial de actividades terciarias de servicios.  
 
No es lo mismo un término municipal de topografía muy accidentada pero con enormes 
recursos en vegetación y agua (pongamos por ejemplo Garafía o Los Sauces, en el norte de La 
Palma), que otro de topografía prácticamente plana y dificultad en determinados recursos 
básicos (por ejemplo Teguise o Corralejo).   
 
Sería conveniente una revisión de los estándares urbanísticos 
Excepto en pequeños matices sin apenas repercusión, en general el Proyecto mantiene los 
estándares utilizados con respecto al marco legal vigente, sin justificar las razones, careciendo 
de un diagnóstico real de la situación en nuestra comunidad autónoma, que aborde las 
realidades insulares y las singulares características de muchas de sus poblaciones.  
 
A la hora de la calificación detallada de las dotaciones, equipamientos y espacios libres, en la 
ordenación pormenorizada de sectores de suelo urbanizable y unidades de actuación en suelo 
urbano no consolidado, se están aplicando los criterios contenidos en el Anexo del Reglamento 
de Planeamiento estatal de 1978, puesto que aún no se han desarrollado unos criterios de 
ordenación de los estándares adaptados a las características de nuestro territorio. Esta 
situación, además de anacrónica, introduce serias disfunciones en la planificación y en su 
gestión posterior.  
 
 
10 LOS INSTRUMENTOS DE ORDENACIÓN 
 

10.1 Procedimiento de aprobación de planes generales de ordenación y otros. 
Traspaso de competencias a los municipios 

 
Una de las novedades más llamativa de este Proyecto es la que se nos anuncia en el apartado 
IX de su Preámbulo (IX. Los Instrumentos de Ordenación del Suelo), en que para la aprobación 
de los planes se propone un 
 

“procedimiento monofásico, en el que la Administración competente, en régimen de 
autonomía, tiene la responsabilidad de aprobar el instrumento de ordenación, 
quedando el control de legalidad previo en la Administración promotora y, en su caso, 
en los tribunales de justicia”. 
 

Por concretar, en el caso de los PGO los Ayuntamientos, como administración competente, 
tramitarán y aprobarán definitivamente el PGO sin tener que someter su aprobación definitiva 
a la COTMAC en cumplimiento de la legislación vigente. En el nuevo texto la administración 
estatal y autonómica, emitirá los informes sectoriales o de otra naturaleza que sean 
pertinentes en todo aquello que sea de su competencia, sin poder entrar en cuestiones de 
legalidad, ni menos aún sobre cuestiones de oportunidad. 
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El artículo 145, Procedimiento de Aprobación, desarrolla todo el trámite, estableciendo que 
con la tramitación del Plan se desarrolla la evaluación ambiental del mismo. Sin embargo no 
queda del todo claro cuál será el órgano ambiental, si el Ayuntamiento, Cabildo Insular u otro 
organismo (es el caso actual con la COTMAC). 
 
En cualquier caso la polémica está servida, planteándose principalmente tres escenarios de 
posibles problemas: 
 

a) Posibilidad de distintas interpretaciones discrecionales de la Ley según sean el 
tamaño poblacional y las características de cada ayuntamiento. A tal efecto la propia 
Ley se adelanta al proponer un organismo que sea capaz de resolver las dudas que 
puedan plantearse, aunque sin aclarar funciones concretas, vinculación de las 
respuestas, etc. 
b) Capacidad real de las oficinas técnicas correspondientes en cuanto a recursos 
técnicos, económicos, jurídicos y administrativos para asumir las competencias que se 
transfieren, especialmente para los ayuntamientos pequeños (¿menos de 20.000 
habitantes, menos de 10.000 habitantes?), ya que teóricamente los grandes (¿más de 
50.000 habitantes?) ya los tienen. En el arco entre los grandes y los pequeños (¿de 
50.000 a 20.000 o 10.000 habitantes?) habría que realizar un diagnóstico en función de 
sus características específicas y dinámicas de desarrollo potenciales y reales. Además 
hay que distinguir entre la situación excepcional en cuanto a necesidad de medios 
técnicos, administrativos, legales y económicos a la que se somete un ayuntamiento 
con la redacción, tramitación y aprobación de un Plan General o instrumento 
asimilable, de la actividad cotidiana que conlleva posteriormente la gestión de ese 
Plan, y para la que en la mayoría de los casos una estructura sobredimensionada sería 
inútil.7 
En cuanto a ayuntamientos de menos de 5.000 habitantes, sin apenas dinámica 
socioeconómica y que no cuenten con instrumento general de ordenación territorial y 
urbana, sería deseable la exploración de la figura de un Plan Básico Insular (PBI). Estos 
planes se configurarían como instrumentos de ordenación para un término municipal 
completo, y tendría por objeto la delimitación de los núcleos rurales existentes 
(identificados en el PBI) y de los terrenos que reúnan los requisitos exigidos para ser 
clasificados como suelo urbano consolidado, además de contemplar la categorización 
del suelo rústico establecida en el PBI. Este instrumento constituye una ordenación 
básica cuya formulación y tramitación correspondería a los Cabildos Insulares, quien 
formularía, tramitaría y aprobaría el PBI en colaboración con el ayuntamiento. Incluso 
se deberían incardinar en los planes insulares, estableciendo las determinaciones de 
los PBI; este PBI estaría vigente hasta que surjan iniciativas o razones determinantes 
de una mayor complejidad urbanística que aconsejen la formulación de un PGO por el 
respectivo municipio.  
 

                                                            
7 Para mejor comprensión de este comentario hay que tener en cuenta los siguientes rangos de 
población de los municipios canarios:  

- mayores de 50.000habitantes: 8 
- entre 20.000/50.000 habitantes: 18 
- entre 10.000/20.000 habitantes: 15 
- entre 5.000/10.000 habitantes: 18 
- menos de 5.000 habitantes: 29 

Lo que significa que existen solo 8 municipios de más de 50.000Hb, 18 entre 20.000/50.000Hb, y 62 de 
menos de 20.000 Hb (o si se quiere, 47 de menos de 10.000 Hb) 
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En realidad habría que plantear este asunto de otro modo, definiendo con mayor claridad y 
rigor las competencias Administrativas que intervienen en cada Plan, siendo el fundamento de 
las competencias “aprobatorias”. No se trataría tanto de traspasar competencias al ámbito de 
escala local, y de reducir a la mínima expresión el papel de la COTMAC, sino de redefinir con 
claridad el alcance y competencias de esta última, las características de sus informes 
(limitando su extensión de máximos y mínimos en función de la escala que se analice), la 
coherencia en los criterios de interpretación de los evaluadores, etc.   
 
La disgregación de las competencias urbanísticas y ambientales no presuponen mayor eficacia 
ni simplificación en los procedimientos de aprobación. 
 
En definitiva, desde el aspecto de la administración del territorio, esta Ley concentra la mayor 
parte de las competencias urbanísticas en los órganos de gobierno insular y municipal. Esta 
situación no conlleva necesariamente a una mayor eficacia en la gestión del territorio, ni a la 
simplificación de la tramitación de los planes. La falta de medios personales cualificados e 
instrumentales de tales administraciones, dará lugar a una situación aún peor que la actual. 
Por otra parte, un escenario de implementación de medios a todas y cada una de las 
administraciones locales, para que puedan acometer las competencias urbanísticas y 
ambientales previstas por esta Ley, sería insostenible económicamente, al menos en la mayor 
parte de los municipios (los de menos de 50.000 habitantes), sobre todo porque con gran 
probabilidad al poco resultaría sobredimensionado y carente de contenido.  
 
Además parece como si el nuevo marco legal en realidad no pretendiera tanto favorecer la 
capacidad y autonomía técnica sino la política, sobre todo a la hora de poder tomar decisiones 
definitivas, por razones de oportunidad que bien poco tiene ver con la técnica urbanística. Es 
decir, los criterios políticos se impondría casi con seguridad sobre los técnicos. Es más, si en 
una situación como la actual uno de los grandes problemas a la hora de redactar los planes -
como bien sabemos los pocos técnicos que nos dedicamos a estos oficios- es la falta de 
claridad de los objetivos que se quieren alcanzar y los criterios a emplear -todo ello decisión 
política de cada equipo de gobierno-, ¿qué no pasará cuando tengan competencias plenas? En 
definitiva, no se trata tanto de un problema táctico como de carácter estratégico. 
 
Y directamente relacionado con lo hasta aquí comentado, en cuanto al necesario control de 
legalidad de las determinaciones de los instrumentos de planeamiento por parte de los 
órganos centrales, previsto también en este Proyecto de Ley a través de los informes 
vinculantes, en la práctica se mantendrían como mínimo los plazos actuales de tramitación, o 
serían sensiblemente similares. En realidad lo que se hace simplemente es, por una cuestión 
de concepción política del gobierno del territorio, trasladar las competencias principales de la 
administración autonómica a las administraciones locales. Hay que tener en cuenta que en la 
actualidad, en la mayor parte de los casos, los problemas en la tramitación y aprobación de los 
planes han residido en la dificultad que han mostrado los propios ayuntamientos a la hora de 
tomar decisiones, o simplemente de impulsar en las debidas condiciones la propia tramitación 
de los Planes.  
 
En cualquier caso de mantenerse las competencias actuales en la formulación y tramitación de 
los planes, también sería necesaria la implementación y mejora de los medios de los servicios 
técnicos y jurídicos de los órganos centrales.  
 
La disgregación de las competencias urbanísticas y ambientales supone incrementar la falta de 
homogeneidad de los criterios aplicación en la ordenación. 
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Los criterios generales de ordenación del territorio, determinados en la Ley del Suelo y en las 
Directrices Generales de Ordenación, deben ser aplicados de una forma homogénea, 
evitándose la dispersión en las interpretaciones, o al menos facilitando la existencia de 
criterios de interpretación discrecional unificados. La disgregación de las administraciones 
competentes en el control a la hora de elaborar y aprobar los planes, sin ninguna duda va a 
aumentar la falta de homogeneidad de los criterios urbanísticos y territoriales de ordenación, y 
en consecuencia dará lugar al incremento de la desigualdad urbanística entre municipios. 
Como efecto inducido directo se elevará considerablemente el potencial de judicialización de 
cualquier procedimiento, al tiempo que tensionará aún más la politización de los propios 
servicios administrativos. 
 
La influencia de la ordenación estructural del ámbito territorial de un municipio sobrepasa en 
general el propio ámbito administrativo del mismo, y más cuando éstos forman parte de una 
comarca natural. La clasificación y categorización del suelo, la implantación de sistemas 
generales de infraestructura viaria y dotacionales estructurantes, son elementos cuya 
influencia trasciende el ámbito municipal. Por ello, el control de la ordenación estructural (y en 
muchos casos su desarrollo y gestión) se tiene que hacer con una visión territorial extensa, y 
no meramente municipal, y ésta no la puede garantizar la administración local.  
 
Apoyada en dicha línea argumental, parece oportuno proponer la posibilidad de formular 
planes generales o figuras similares de ámbito comarcal, que se encargarán de la ordenación 
estructural conjunta de los municipios que conforman el correspondiente ámbito espacial, 
pudiendo los municipios aprobar exclusivamente su ordenación pormenorizada. 
 
La consecuencia de la “Gran Descentralización” que se propone desde el Proyecto de Ley sin 
duda es inducir a la destrucción del mayor o menor grado de coherencia territorial aún 
existente en la actualidad, en la mayor o menor homogeneidad de criterios de interpretación 
hoy existentes (y que, por cierto, ha costado tanto esfuerzo alcanzar, tras muchos años y 
recursos públicos invertidos, a pesar de no ser plenamente satisfactorio). Por otra parte si no 
se facilita una interpretación unificada sobre cuestiones que deban y puedan concebirse con 
visión territorial global (al menos a nivel insular), es seguro que aumentará la presión judicial 
sobre los tribunales, teniendo que responder esta vez los responsables (o irresponsables) 
municipales. 
 
 
10.2 Nuevos instrumentos de ordenación versus revisión o modificación de los 

Planes.   
 
El Proyecto de Ley dispone de nuevos instrumentos con capacidad para desplazar las 
determinaciones de los Planes, con el objeto de responder a nuevas situaciones no previstas 
en ellos, e incluso contrarias a sus determinaciones pero que requieren respuesta inmediata: 
los “proyectos de interés insular o autonómico”, entendidos como instrumentos de 
ordenación territorial; y los instrumentos de ordenación urbanística, las “ordenanzas 
provisionales insulares y municipales”, y los “programas de actuación en medio urbano”, 
ambas tramitadas y aprobadas como ordenanzas.  
 
Estos nuevos instrumentos, tal como están diseñados para los objetivos que pretenden 
conseguir, parecen que se han concebido para evitar los procedimientos ordinarios de revisión 
y modificación de los planes. Su utilización fuera del corsé de los planes y su tramitación 
simplificada, favorece su aplicación, en lugar de la revisión y modificación de los planes, que 
quedan en la práctica relegadas a un segundo orden.  
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En efecto, las actuaciones de interés público de carácter excepcional y de carácter urgente 
deberían poder contar con un procedimiento simplificado de tramitación; el resto se debe 
tramitar por los procedimientos e instrumentos ordinarios. El problema estaría en todo caso 
en fijar los criterios que hacen que una actuación deba considerarse “de interés público de 
carácter excepcional”.  
 
Sin embargo en el Proyecto de Ley no se propone una estructura procedimental que 
simplifique los procedimientos ordinarios de aprobación de los planes y su revisión y 
modificación, sino que se crean nuevas figuras de planeamiento con incidencia territorial cuya 
tramitación evitan los procedimientos “engorrosos” de los instrumentos ordinarios, y que en 
algún caso pudiera inducir a crear situaciones de dudoso interés público, cuando no 
directamente de legalidad. 
 
Los proyectos de interés insular o autonómico (arts. 124 a 133) 
 
En el apartado IX del Preámbulo del Proyecto de Ley (IX. Los instrumentos de ordenación del 
suelo) se indica que  
 

“para permitir una respuesta ágil a nuevas situaciones y demandas sobrevenidas, no 
consideradas por el correspondiente instrumento de planeamiento, evitando la rigidez 
inherente a la planificación, se diseñan los siguientes instrumentos con fuerza para 
desplazar las determinaciones de los planes: los proyectos de interés insular o 
autonómico, con evaluación ambiental, participación ciudadana y ejecutividad 
inmediata”. 
 

Su contenido se desarrolla en el TÍTULO III, ORDENACIÓN DEL SUELO, en su CAPÍTULO IV, 
INSTRUMENTOS DE ORDENACIÓN TERRITORIAL, sección 2ª proyectos de Interés insular o 
autonómico, artículos 124 a 133, de los que destacaremos el 127.  
 

Art. 127. Alcance de las determinaciones y condiciones. 
Las determinaciones contenidas en los proyectos de interés insular o autonómico 
prevalecerán sobre el planeamiento insular y municipal, que habrán de adaptarse a los 
mismos con ocasión de su modificación sustancial. 
 

En cuanto al Art. 124. Objeto, puede relacionarse con el Art. 67. Actuaciones de interés general 
del TRLOTENC, que en parte procede del Art. 6. Actuaciones de interés general de la Ley 
6/2009 de 6 de mayo, de medidas urgentes. Es decir, estas actuaciones de interés general ya 
estaban previstas en la legislación vigente. 
 
Este nuevo instrumento de ordenación territorial, tiene dos vertientes: una para la ejecución 
de sistemas generales contemplados en el planeamiento territorial, y otra para las actuaciones 
de “interés insular o autonómico” no previsto en el planeamiento. 
 
Para el primer caso no es necesario crear un nuevo instrumento, puesto que los sistemas 
generales previstos en el planeamiento territorial pueden ejecutarse directamente a través de 
los “proyectos de ejecución de sistemas”, contemplados en el actual TRLOTENC. 
 
El segundo caso es el verdadero objeto de este nuevo instrumento, concebido para 
actuaciones de espacial relevancia territorial, económica y social que no tienen encaje en el 
planeamiento territorial. Precisamente por su dificultad de encaje y por su relevancia influirá, 
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sin lugar a dudas, en el modelo estructural de ordenación del municipio o la comarca donde se 
pretenda ubicar la actuación. 
Por otro lado, para el trámite de información pública se fija un plazo de un mes, cuando la 
legislación ambiental estatal lo fija en 45 días (un mes sería tan solo en el caso de proyectos 
que no implica modificación de la ordenación) una cuestión aparentemente menor, pero que 
puede tener complicaciones, deriva de la propia denominación como “proyecto”. 
 
 El planeamiento territorial y urbanístico no puede concebirse como la suma progresiva de los 
proyectos surgidos de políticas “contingentes” de carácter sectorial, dependientes de lo que 
hagan las sucesivas legislaturas. Hay que tener en cuenta que la implantación de las 
infraestructuras u otros usos, de posibles efectos inducidos de importancia, venían precedidas 
de una planificación territorial que estudiaba cómo afectaba la actuación en un ámbito 
bastante más amplio que el de su mera implantación, tomando como unidad territorial mínima 
de influencia la comarca. Además estos efectos inducidos no tenían por qué estar solo ni 
principalmente relacionados con la evaluación ambiental, sino en un sentido más amplio con 
aspectos que definieran el interés público (generación de empleo, activación económica, 
respuesta a la necesidad de equipamientos o dotaciones, intangibles de Patrimonio Histórico o 
Cultural, situación de oportunidad sobrevenida, etc.), de modo que pudieran orientarse de 
manera adecuada las soluciones de implantación de los proyectos. Hay que tener en cuenta 
que en la mayor parte de los casos el diseño y ejecución de muchas de estas actuaciones tan 
solo tienen en cuenta aspectos funcionales específicos o restricciones ambientales de carácter 
meramente reactivo (regeneración de una zona antropizada, minoración de efectos negativos 
de diversa naturaleza, etc.) , cuando lo que muchas veces se necesita es tener en cuenta otros 
requerimientos y actuaciones con carga propositiva en su relación con el medio en el que se 
sitúa. 
 
La aportación desde el Proyecto de estos nuevos instrumentos añade mayor complejidad a un 
sistema ya de por sí difícil. Se debería intentar reconducir este tipo de excepciones, hacia 
alguna de las figuras ya existentes. Lo excepcional debe seguir siendo excepcional.  
 
 
10.3 Catálogos de impacto.   
 
El Proyecto prevé que los planes generales deberán incorporar este nuevo documento que 
tiene como objeto determinar aquellas huellas paisajísticas o impactos que deben corregirse 
con cargo al erario público. 
 
Este precepto se incorpora en el art. 153. Catálogos de Impactos del Proyecto de Ley: 
 

1. Los Ayuntamientos elaborarán un catálogo específico con una relación detallada 
construcciones en suelo rústico, respecto de las cuales no puedan ejercitarse acciones 
de restablecimiento, que por sus características tipológicas, compositivas o por su 
situación limiten las perspectivas del paisaje abierto o no armonicen con los valores de 
la arquitectura rural tradicional, todo ello de forma notoria, cuya corrección requiera 
de la demolición total o parcial, excediendo de las obligaciones que pueden imponerse 
a los propietarios a través de órdenes de ejecución. 
2. El alcance de las medidas de corrección en cada caso se precisará en las 
correspondientes fichas descriptivas que contendrán también una evaluación 
aproximada de los costes de las correcciones precisas, que se actualizarán al tiempo en 
que hayan de ser consideradas mediante la aplicación del interés legal. 
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3. Esta clase de catálogos se integrarán en la planificación general municipal y se 
actualizarán en las sucesivas modificaciones del planeamiento. 

En realidad se trata de identificar y caracterizar adecuadamente un problema que, más allá de 
la mera obligación de acabar y mantener dignamente los edificios, por no hablar de la 
obligación de conservar por razones de estabilidad, higiene u ornato lo existente por parte de 
los propietarios. Este asunto tiene que ver fundamentalmente con cuestiones cargadas de una 
gran subjetividad en relación con lo que denominamos “paisaje” (cultural, urbano, natural, 
inmaterial, etc.) y sus posibles impactos, con la dificultad añadida de valoración económica de 
sus “correcciones”, que en muchos casos va más allá de lo meramente superficial y puede 
afectar incluso a programas funcionales o cuestiones estructurales, o de la valoración de los 
efectos inducidos de tipo social (no siempre positivos).  
 
Como ya se ha dicho en alguna parte de este Informe, el Proyecto de Ley se apoya en 
demasiadas ocasiones en lo que normalmente se denominan “conceptos jurídicos 
indeterminados”, y este de los “impactos” existentes y su posible tratamiento sin duda es uno 
de ellos, cargado de necesaria interpretación discrecional de difícil objetividad. Las referencias 
al “paisaje” y las normas jurídicas que se pudieran derivar, debieran tener su encaje en un 
marco jurídico propio, similar al del Patrimonio Histórico y Cultural. Este Proyecto tan solo 
debería facilitar criterios de aplicación y objetivos a alcanzar, y en todo caso proponer límites a 
la discrecionalidad interpretativa que evite abusos (por exceso o por defecto) en las 
intervenciones a realizar. 
 
Por otra parte la derivada económica que tiene esta norma sin duda supondrá una carga 
excesiva para las administraciones que tengan que asumirla, empezando por el coste que la 
formulación de los propios Catálogos de Impacto puedan tener, ya que entre otras cosas 
deberán desarrollarse con absoluta precisión en cuanto a las medidas a adoptar en cada caso, 
debiendo contar con proyectos al menos a nivel básico, evaluación de medios necesarios y 
tiempos, costes de ejecución y el imprescindible estudio de viabilidad (económica, ambiental y 
social). 
 
La figura paralela más parecida serían los Catálogos de Protección de Patrimonio, que como 
veremos mantienen en general los problemas de estos nuevos Catálogos de Impactos.  
 
 
10.4 Insuficiente desarrollo de contenidos urbanísticos sobre aspectos territoriales y 

urbanos relacionados con el Patrimonio Histórico, Cultural y del Paisaje.   
 
En el preámbulo del Proyecto de Ley no se hace mención alguna a la necesaria relación entre 
territorio, ciudad y la Ley de Patrimonio Histórico y Cultural, más allá de una vaga referencia a 
la protección del “paisaje”, que se concreta en el anuncio de creación de un vago observatorio 
sobre esta materia.  
 
En cuanto al desarrollo articulado, en realidad se hace una trasposición casi directa -ampliada 
quizá en referencias al “paisaje” (a veces “urbano”) de la vigente Ley, sin siquiera matizar los 
graves problemas existentes hoy en día a la hora de aplicar la Ley de Patrimonio Histórico y su 
gestión desde instrumentos de ordenación territorial y urbana. En especial a lo que hace a los 
procedimientos de restauración, rehabilitación o intervención, y el manifiestamente 
insuficiente e inadecuado concepto de ruina actualmente vigente.  
 
Por otra parte persisten conceptos jurídicos indeterminados que las leyes sectoriales 
correspondientes no solo no aclaran sino que añaden serios problemas de interpretación 
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discrecional y de competencias, especialmente a lo que hace con las características 
morfotipológicas y constructivas del patrimonio edificado. 
En cuanto al Patrimonio Histórico y Cultural, en el Proyecto aparecen referencias específicas en 
el art. 5.Fines de la actuación pública con relación al territorio, que en su apartado a) amplia 
los fines a los valores paisajísticos, y en el f) indica que se ha de  
 

f) Preservar el Patrimonio Histórico de Canarias, considerando tanto los elementos 
aislados como los conjuntos urbanos, rurales o paisajísticos, promoviendo las medidas 
pertinentes para impedir su destrucción, deterioro, sustitución ilegítima o 
transformaciones impropias e impulsando su recuperación, rehabilitación y 
enriquecimiento, en concordancia con su normativa específica.  

 
El art. Fines de la actuación de carácter urbanístico, que en su apartado 1.e) indica que entre 
los fines de la actuación de carácter urbanístico está:  
 

e) La protección y conservación de los recursos naturales, del paisaje natural, rural y 
urbano y del Patrimonio Histórico Canario.  

 
El Art. 137. sobre la Ordenación urbanística estructural de un Plan General, se indica que 
comprenderá entre sus determinaciones : 
 

f) Definición de los ámbitos, elementos o espacios que requieran una especial 
protección por su singular valor arquitectónico, histórico, cultural o paisajístico, 
establecimiento las determinaciones de protección adecuadas.  

 
El Art. 140. Límites de la potestad de planeamiento urbanístico. (correspondiente al antiguo 
art. 34 del TRLOTENC), en relación con los instrumentos de planeamiento urbanístico, se dice  
que no podrán : 
 

d) Establecer  modificaciones  en  las  rasantes  y  alineaciones  tradicionales  en  los 
conjuntos históricos de Canarias, declarados con base a la Ley del patrimonio histórico 
de Canarias,  excepto  cuando  estas  modificaciones  se  contemplen  específicamente  
en  los planes especiales de protección por contribuir positivamente a conservar el 
carácter del conjunto. Tampoco podrán dictar normas sobre obligatoriedad de garajes 
en edificios de nueva planta o rehabilitados, instalaciones de servicios en fachadas u 
otras que pudieran alterar la calidad histórica del conjunto, debiendo en todo caso 
atenerse a las previsiones de los planes especiales de protección correspondientes. 
 

El Art. 147. Planes Especiales de Ordenación, en su apartado 3 regula que  
 

3. Los planes especiales de ordenación que se refieren a la ordenación y gestión de un 
área afectada por la declaración de un conjunto histórico según las previsiones de la 
Ley del patrimonio histórico de Canarias se regirán por su normativa específica y, 
adicionalmente, por lo que reglamentariamente se establezca. 
 
Para alcanzar la finalidad que los justifica, los planes especiales de ordenación podrán 
modificar la ordenación pormenorizada establecida por cualquier otra figura de 
planeamiento urbanístico, debiendo justificar suficientemente su coherencia con la 
ordenación establecida. 
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El Artículo 152. Catálogos de Protección, se redacta de la siguiente manera: 
 

1. Los catálogos constituyen un instrumento de ordenación municipal que tiene por objeto 
completar las determinaciones de los instrumentos de planeamiento relativas a la 
conservación, protección o mejora del patrimonio histórico, artístico, arquitectónico, 
paisajístico, paleontológico, arqueológico, etnográfico, ecológico, científico o técnico. 
 
2. Los ayuntamientos tienen la obligación de aprobar y mantener actualizado el catálogo 
de protección, que contenga la identificación precisa de los bienes (elementos urbanos) o 
espacios que, por sus características singulares o de acuerdo la normativa del patrimonio 
histórico de Canarias, requieren de un régimen específico de conservación, estableciendo 
el grado de protección que les corresponda y los tipos de intervención permitidos en cada 
caso. El catálogo tendrá la forma de registro (¿Quién lo hace?) administrativo accesible 
por medios telemáticos. 

 
3. Los catálogos podrán formularse como documentos integrantes del planeamiento 
territorial o urbanístico o como instrumentos de ordenación autónomos. En este último 
supuesto, en su formulación, tramitación y aprobación se estará a lo previsto para los 
planes especiales de ordenación). 

 
4. En cada cabildo insular se llevará un registro público de carácter administrativo, en el 
que se inscribirán todos los bienes y espacios incluidos en los catálogos municipales de la 
respectiva isla. La inscripción se efectuará de oficio, una vez aprobados definitivamente 
los distintos planes o, en su caso, los catálogos. 

 
5. Los cabildos insulares anotarán en dicho registro, con carácter:  
 

a) Los bienes catalogables que sean objeto de protección por los planes o 
catálogos en tramitación, desde el momento de su aprobación inicial.  
b) Aquellos otros que sean objeto de las declaraciones reguladas por la legislación 
reguladora del patrimonio histórico y artístico y de los espacios naturales 
protegidos, desde la incoación de los respectivos procedimientos.  
 

El Artículo 274. Intervención en edificaciones con valores culturales, nos indica que  
 

Las intervenciones en edificaciones portadoras de valores culturales se realizarán de 
conformidad con lo previsto en su normativa específica. 
 

La Disposición Final segunda modifica las relaciones actualmente existentes entre Cabildo y 
Ayuntamiento, en relación con la concesión de Licencias dentro de los Conjuntos Históricos 
con PEP aprobado definitivamente: 
 

Disposición final segunda. Modifica  la Ley 4/1999, de 15 de marzo, de Patrimonio 
Histórico de Canarias.  
El artículo 33 de la Ley 4/1999, de 15 de marzo, de patrimonio histórico de Canarias, 
queda con la siguiente redacción:  
Artículo 33. Autorización de obras. 
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1. Hasta la aprobación definitiva del Plan Especial de Protección, las obras en edificios 
y espacios libres incluidos en el ámbito de un Conjunto Histórico precisarán de 
autorización previa del Cabildo Insular. 

2. Desde la aprobación definitiva del Plan Especial de Protección, los Ayuntamientos 
serán competentes para autorizar directamente las obras que afecten a inmuebles 
que no hayan sido declarados bien de interés cultural, ni con expediente incoado, ni 
estén comprendidos en su entorno. 

3. El Cabildo Insular podrá ordenar cautelarmente la suspensión de las obras contrarias al 
plan aprobado.  

4. Las obras de las Administraciones Públicas, incluidos los propios Ayuntamientos, que se 
lleven a cabo en los Conjuntos Históricos y únicamente cuando no se hallen previstas en 
el Plan Especial de Protección, necesitarán asimismo autorización previa del Cabildo 
Insular correspondiente. 

 
Y hasta aquí todo lo directamente relacionado con el Patrimonio Histórico y Cultural, sin duda 
necesitado de una revisión más cuidadosa en conceptos y terminología, sobre todo en relación 
con la obligada armonización con la redacción de la Ley Sectorial correspondiente. 
 
 
11 AUSENCIA DE CRITERIOS Y REFERENCIAS ESPECÍFICAS DE CARÁCTER 

URBANÍSTICO SOBRE ASPECTOS TERRITORIALES Y URBANOS RELACIONADOS 
CON LA ACTIVIDAD TURÍSTICA.   

 
El Proyecto excluye conscientemente cualquier referencia a la actividad turística, a pesar de la 
importancia que sus efectos inducidos tiene sobre el territorio en general, y sobre los suelos 
urbanos o urbanizables en particular. En relación con los suelos urbanos consolidados, es 
especialmente reseñable la importancia de los inevitables procesos de rehabilitación y 
regeneración, que van más allá de los Planes de Modernización y Mejora de la Competitividad 
Turística. 
 
De hecho tan solo encontramos referencias a la palabra “turismo”, además de en el Preámbulo 
del texto, en los artículos 69 y 99 (sin contenido de relevancia alguno), y en algunas de las 
disposiciones transitorias o derogatorias. 
 
Al igual que se hace con el Patrimonio Histórico, Arqueológico y Cultural, cualquier referencia 
territorial y urbana de relevancia que pueda tener que ver con la actividad turística, se deriva 
hacia la Ley sectorial correspondiente, sin ni tan siquiera establecer objetivos y criterios que 
necesariamente han de compartir, si bien parece que se mantiene vigente las Directrices de 
Ordenación del Turismo en casi su totalidad. 
 
No parece lógico que, al igual que ocurre con la Ley de Patrimonio, o cualquier otra Ley 
sectorial de importante incidencia territorial, el Proyecto no facilite directrices claras a seguir, 
conteniendo criterios y objetivos específicos, y mecanismos de coordinación y gestión que no 
deben complicarse desde el marco legal específico. De hecho leyes tan relevantes como la Ley 
2/2013, 29 mayo, de renovación y modernización turística de Canarias, deberían estar 
perfectamente coordinadas con la Ley del Suelo correspondiente, circunstancia que ahora no 
ocurre.     
 
En definitiva, proponemos que en los casos de particular importancia sectorial (turismo, 
patrimonio, carreteras y otras infraestructuras básicas), deberían establecerse unas 
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condiciones básicas de aplicación desde el punto de vista del territorio, o del suelo en los 
términos de esta ley.  
12 LLAMATIVA AUSENCIA EN RELACIÓN CON LOS PROCESOS DE PARTICIPACIÓN 

CIUDADANA, EN ESPECIAL DURANTE LOS PROCESOS DE REDACCIÓN DE 
DOCUMENTOS   

 
Una vez cerrado el procedimiento de elaboración y el período de presentación de alegaciones 
al Proyecto de Ley del Suelo de Canarias, se han podido constatar importantes carencias en el 
necesario debate destinado a proponer qué modelo de desarrollo territorial quieren los 
habitantes de Canarias para las islas. Bien es verdad que difícilmente puede existir un debate 
participativo si no se sabe de qué se habla, ya que el empleo de un lenguaje excesivamente 
técnico y jurídico del Proyecto impide un debate útil y el planteamiento de propuestas 
razonables y con cierta solidez argumental por parte de la ciudadanía, alimentado por la 
escasa labor pedagógica realizada por parte del ejecutivo. Tan solo se ha atendido parcial y 
puntualmente a determinados colectivos, algunos de ellos profesionales, pero en cualquier 
caso sin la existencia de un auténtico diálogo participativo, sin ni siquiera dar lugar a la 
formulación de consultas. 
 
Los ciudadanos de este archipiélago en realidad desconocen los motivos que han llevado al 
Ejecutivo a querer modificar la actual ley con tanta urgencia, más allá del consabido mantra de 
la “complejidad” (más bien complicación) y excesivos plazos de tramitación del planeamiento, 
además de aludir a la existencia de una “maraña” legislativa. Desconocimiento que se acentúa 
si tenemos en cuenta que no se ha realizado un auténtico diagnóstico sobre el origen de tales 
disfunciones, más allá de lo expuesto sintéticamente en el Preámbulo, que a veces confunde 
consecuencias como si fuera la causa de los problemas.  
 
En realidad no sabemos con certeza cuáles son aquéllos aspectos del modelo territorial vigente 
que han fracasado, y cuáles se deben conservar por su idoneidad y validez, o simplemente 
corregir. Habría sido deseable la elaboración de un Proyecto, sobre cuya redacción y 
aprobación es una necesidad no cuestionada, apoyada en el mayor grado de consenso y 
legitimación posible, incorporando a la sociedad a través de múltiples herramientas y 
metodologías actúales, hecho con los ciudadanos y para los ciudadanos (profesionales o no). 
Procesos de similar naturaleza ya se han iniciado en Comunidades como Cataluña o el País 
Vasco, obviamente siendo conscientes que para ello se necesita tiempo y recursos. 
 
Pero es que además no es posible concebir en los tiempos actuales una Ley del Suelo que no 
contemple, al menos en términos de estrategia y metodología a seguir, los procesos de 
participación ciudadana, más allá de lo estrictamente reglado desde el punto de vista 
procedimental.  
 
En la actual fase de avances tecnológicos, es fundamental el acceso transparente a la 
información veraz disponible, imprescindible tanto para los procesos de diagnosis, prognosis, 
diseño de propuestas, su implementación y la evaluación de sus efectos, y si es necesario, la 
corrección de objetivos y su modificación. En este mismo sentido, la información veraz, su 
comunicación interactiva y comprensión por la ciudadanía son fundamentales para garantizar 
su plena participación efectiva. 
 
En definitiva el Proyecto de la Ley del Suelo debiera asumir y potenciar el papel fundamental 
de la participación de la ciudadanía en los procesos de toma de decisiones, en la implantación 
de las propuestas y en la evaluación de los resultados de las actuaciones urbanísticas y 
territoriales, teniendo en cuenta que: 
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- un relato fundamental para la recomposición del urbanismo es el referido a la 

participación de la ciudadanía, en tanto que destinatario principal de todas las 
políticas urbanas y territoriales, participación de debe desarrollarse desde el mismo 
inicio de los procesos de planificación y ejecución. 

- la participación efectiva sólo puede ser el resultado de un proceso de información 
comprensible para el ciudadano, necesario para su implicación y complicidad en las 
propuestas, y de un esfuerzo de pedagogía por parte de los técnicos y de las 
instituciones. 

 
 

13 CARENCIA DE FICHA ECONÓMICA DE LA LEY.   
 
Como es ya bien conocido, de entre las innovaciones relevantes que introdujo la Ley del Suelo 
aprobada por Real Decreto 8/2007, de 28 de mayo, destaca la obligación que tienen los Planes 
de desarrollar una memoria o informe de sostenibilidad económica, recogido en el apartado 
cuarto de su artículo 15. Esta memoria tiene por finalidad ponderar el impacto de tales 
actuaciones en las haciendas públicas afectadas por la implantación y el mantenimiento de las 
infraestructuras necesarias o la puesta en marcha y la prestación de los servicios resultantes. 
El reciente Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, reitera esta exigencia regulándola en su artículo 
22.4, entendiendo que se trata no solo de un documento esencial de los planes, sino también 
de una herramienta de política urbanística que, junto con otros análisis de magnitudes 
económicas, inciden sobre las propuestas de desarrollo urbanístico, siendo un instrumento 
que busca asegurar, en la medida de lo posible, la configuración de un urbanismo sostenible y 
responsable. 
 
En un sentido más amplio, la vigente Ley 2/2011, y Ley Orgánica 4/2011, de 11 de marzo, de 
Economía sostenible, nos invita desde numerosas partes de su articulado a tener en cuenta 
determinados principios (art. 3), de entre los que vale la pena destacar a nuestros efectos los 
que hacen referencia a la “Mejora de la competitividad”, “Estabilidad de las finanzas públicas” 
y Racionalización de las Administraciones Públicas”.    
 
En definitiva, parece obligado que en un marco legal como el Proyecto de Ley del Suelo que 
ahora se propone se haga referencia explícita no solo la necesaria viabilidad y sostenibilidad 
económica, social y administrativa de planes y proyectos, sino a la propia viabilidad y 
sostenibilidad (en especial económica y administrativa) de la propia Ley, estableciendo 
criterios y evaluando los costes reales de redacción, tramitación, aprobación y e implantación 
mediante su desarrollo, incluyendo costes operativos de su puesta en práctica desde la 
administración. No solo se trata de buscar mayor eficacia y eficiencia mediante la reducción de 
tiempos, identificación y reestructuración de competencias, y simplificación de 
procedimientos, sino también de explorar las posibilidades reales de llevarlo a cabo. 
 
En consecuencia es necesario que desde el Proyecto se habiliten los recursos humanos y 
económicos suficientes para la gestión del urbanismo y la ordenación del territorio, en función 
de las características propias de cada administración actuante, de modo que quede 
garantizada la suficiencia económica necesaria para formular y gestionar su planeamiento de 
forma objetiva y no discrecional, introduciendo en el texto propuesto una Ficha Económica 
que lo haga viable y creíble. En este sentido es importante recordar que la última reforma de la 
legislación de régimen local introdujo el deber de toda Ley de prever la dotación de los 
recursos necesarios para asegurar la suficiencia financiera de las entidades locales. 
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Por otra parte se ha de tener en cuenta la directa relación existente entre el elevado –y 
muchas veces inútil más allá del cumplimiento de los meros procedimientos- nivel de exigencia 
burocrática y enciclopedista de los documentos a redactar, origen de una parte importante de 
la alta inseguridad jurídica, y desde luego de sobrecostes de redacción de algunos de los 
propios documentos en detrimentos de otros, lo que los convierte en muchas ocasiones 
insostenibles en sí mismos.  
 
Más de treinta años de administración autonómica, y más de quince de aplicación de una Ley 
del Suelo propia, ha puesto de manifiesto que la asignación de recursos destinados 
específicamente a la planificación y su gestión sigue siendo insuficiente, estando este asunto 
en el origen del relativo fracaso de la planificación urbana y territorial en Canarias, basada 
sobre todo en la improvisación permanente, excesivo reglamentismo jurídico y ambiental, y 
una notables inexperiencia de redactores y gestores en la administración. 
 
 
14 CONCLUSIONES  
 
UNO. En cuanto al procedimiento seguido y el modo en que se ha formulado el Proyecto de 
Ley, es importante significar que antes que cualquier otra cosa, la Ley de suelo es o debería ser 
un instrumento al servicio de la política urbanística, que debe responder a un diagnóstico 
preciso de la realidad sobre la que actúa y sobre las aspiraciones de los colectivos a los que va 
dirigida. 
 
Desde este punto de vista afirmamos que el procedimiento no ha sido el adecuado, careciendo 
de un trabajo previo que abordara en toda su amplitud los múltiples aspectos de la 
planificación urbana y territorial que se han de tener en cuenta hoy en día; y lo que se 
pretende como diagnóstico en el Preámbulo del texto legal propuesto, resulta ser 
excesivamente simple y banal, atendiendo aspectos básicamente instrumentales o 
coyunturales.  
 
La solución al problema de la paralización de la planificación urbanística es de naturaleza 
compleja y de profundas raíces en sus causas, requiriendo de un marco coordinado de 
soluciones, en el que la simplificación legislativa es un paso adelante, importante, pero sólo 
uno. Por ello, la nueva distribución competencial, puede que no tenga efectos positivos; la 
cuestión principal no es tanto donde reside la competencia, sino la existencia de criterios 
claros y uniformes para la aprobación de los planes, de estructuras de gestión eficaces y 
eficientes, y sobre todo viables y sostenibles. En este sentido la dispersión competencial no 
parece que apunte claramente en esa dirección. 
 
DOS. Esta nueva Ley supone la renuncia a la recuperación de la ciencia urbanística como 
disciplina, en el que el derecho urbanístico aparece como un fin en sí mismo, y en 
consecuencia olvidando que no es más que un instrumento más de los muchos que se han de 
utilizar, y en muchos casos ni siquiera el principal a la hora de definir objetivos. 
 
El nuevo texto del Proyecto hace explícita la necesidad del “reconocimiento de la realidad” 
como uno de sus fundamentos; carece de un objetivo fundamental para el urbanismo: definir 
con claridad hacia dónde queremos ir en nuestra Comunidad desde el punto de vista de la 
ordenación de los recursos territoriales con los que contamos, y el de los usos que se han de 
implantar sobre él. Sin embargo el Proyecto propuesto supone un importante cambio de 
modelo en el modo de entender la armonización territorial a nivel regional de Canarias, 
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apostando por instrumentos descentralizadores que renuncian a la imprescindible visión 
regional.  
 
TRES. El Proyecto de Ley adolece en general de imprecisión en el uso y significado de algunos 
términos empleados de especial relevancia, especialmente cuando se contrasta con la realidad 
práctica (Sistema General, Equipamiento, Dotación, Suelo Urbano, Ámbito, Sector, et).  
 
En similar sentido, en el texto propuesto es excesiva la utilización de conceptos jurídicos 
indeterminados, sin duda fuente de litigios en los tribunales y origen de muchas confusiones 
de carácter conceptual.  
 
CUATRO. Un buen texto de Ley debería ser necesario, eficaz, proporcional, seguro, cierto, 
transparente y eficiente; a lo que añadiríamos que ha de ser sencilla, precisa, clara, 
consistente, y tan breve como sea posible, diseñadas con vocación de pervivencia y por tanto 
libre de medidas de carácter meramente coyuntural, favoreciendo la legítima e imprescindible 
capacidad de interpretación discrecional responsable, único modo de tener una importante 
capacidad de adaptación y respuesta a la naturaleza cambiante e incierta de nuestra sociedad; 
y alejadas de instrumentos improvisados y ocurrencias de incierta gestión y resultado (como 
pudiera ser el caso de los fondos relacionados con el principio de “conservar por conservar”, al 
menos con el diseño operativo que se propone). 
 
No es el caso del Proyecto propuesto, de carácter excesivamente reglamentista y 
desequilibrado, remitiéndose a su vez a gran número de desarrollos legislativos sectoriales, en 
la mayoría de los casos sin criterios claros, renunciando a establecer los necesarios puentes 
entre la Ordenación Territorial y Urbanística y las Leyes Sectoriales. Respecto a este último 
llama la atención la ausencia casi absoluta de referencias a la actividad turística (excepto para 
derivarla), la insuficiente referencia al patrimonio histórico y cultural, o incluso la renuncia a un 
mayor y mejor desarrollo relacionado con los procesos de rehabilitación y renovación urbana, 
 
CINCO. En la importante reasignación de competencias prácticamente desaparece la Comisión 
de Ordenación del Territorio y el Medio Ambiente (COTMAC), pese a que tal medida no sería 
necesaria si lo que se quiere conseguir es simplemente “agilizar” plazos. En realidad el 
cuestionamiento de este importante instrumento técnico y político a la hora de establecer 
criterios tiene su origen en un incorrecto diagnóstico de la situación actual, confundiendo los 
medios con los fines. Lo que el Proyecto hace en realidad es trasladar el problema a otra 
escala, y aumentar aún más si cabe las posibilidades de generar disfunciones y conflictos, 
sobre todo de naturaleza política y judicial.  
 
Sin duda el nuevo Proyecto parece campo abonado para ejercer una amplia discrecionalidad 
política, con la posibilidad de encajar proyectos no previstos en el planeamiento si se declaran 
de interés insular o autonómico, sin quedar explicita la definición y requisitos del “Interés 
General” que los justifique dentro de un Modelo integrado, a medio o largo plazo.  
 
SEIS. El concepto de suelo rústico permanece inalterado, lo que parece un acierto en tanto en 
cuanto se trata de un concepto comúnmente aceptado, que apenas ha generado 
controversias.  En relación con las categorías del suelo rústico se registran ciertas variaciones, 
destacando el cambio nominal del Suelo Rústico de Protección Territorial por el Suelo Rústico 
Común, aportando claridad conceptual.  
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SIETE. El artículo 8 del Proyecto de la Ley del Suelo proclama el derecho de los propietarios de 
suelo con valores ambientales y paisajísticos a ser compensados por ejercer su responsabilidad 
de conservarlo, al considerar que su contribución a la conservación de dicho suelo forma parte 
de la función social del derecho de propiedad.  
 
El Proyecto de la Ley valora el derecho del propietario de suelo rústico de protección 
ambiental a ser compensado: principio de “compensar por conservar”. Esta compensación se 
carga en exclusiva a los propietarios del suelo urbanizable ordenado y del suelo urbano no 
consolidado, además del incluido en actuaciones de dotación, y por tanto no se distribuye por 
igual entre todos los beneficiarios. Por tanto, en este aspecto, no estamos ante una Ley 
equitativa. Ni tampoco justa. 
 
Para la aplicación de este mecanismo se propone la creación de un “Fondo Insular de 
Compensación de la Conservación”, que sin duda crearía un problema hasta ahora inexistente, 
de casi, si no imposible gestión con la actual estructura administrativa y medios reales de 
gestión a su alcance. 
 
OCHO. En el Proyecto de la nueva Ley aparece un importante grado de reforzamiento de los 
núcleos rurales como elemento articulador del territorio, en lugar de proponer una mera labor 
de reconocimiento de lo existente, desincentivando mayores crecimientos excepto para 
colmatar lo realmente posible; estos nuevos desarrollos inducidos por las nuevas 
delimitaciones de núcleos rurales (“discontinuos”, según se dice ha dicho ingenuamente en 
algún foro), será de consecuencias negativas imprevisibles desde el punto de vista de la 
sostenibilidad ambiental, social, económica y administrativa, como ya se planteó insistente y 
acertadamente en las Directrices de Ordenación General que ahora quedan anuladas; y desde 
luego contradiciendo los principios compartidos en la cultura urbanística actual de procurar 
mayor compacidad edificatoria, complejidad de usos y cohesión social, que por otra parte se 
defienden contradictoriamente  en el Preámbulo del Proyecto y en parte de su articulado. 
 
NUEVE. El Proyecto no resuelve la difícil del suelo que no se pueden considerar sensu estricto 
como “urbano consolidado” por carecer de determinada condición, y que por tanto se 
consideraría como “suelo urbano no consolidado”, aplicándosele un régimen de gestión similar 
al suelo urbanizable, tanto en lo que refiere a derechos como a deberes (cesiones según 
art.36, deber de urbanizar, equidistribución,…), en muchos casos de imposible gestión, siendo 
un contrasentido ya que de facto funciona como un suelo urbano consolidado. 
 
Frente a este problema, se propone la creación de una subcategoría de suelo urbano no 
consolidado por carencia de servicios, integrada por aquellos suelos consolidados por la 
edificación que carezcan de alguno de los servicios necesarios para ser considerados como 
Suelo Urbano Consolidado, aplicándosele el régimen del SUC, salvo que sería objeto de un Plan 
Especial de Reforma Interior que establecería las obras de urbanización, las dotaciones y 
espacios libres necesarios para completar su urbanización y la distribución de las cargas entre 
los afectados-beneficiarios. En definitiva se trataría de recuperar el antiguo instrumento de los 
PERI que tan buen resultado dieron. 
 
DIEZ. Con la Ley 8/2013 (ahora TR 7/2015), de carácter básico, se inicia un intenso proceso de 
reflexión e incorporación a los marcos legales del urbanismo de la inevitable rehabilitación, 
regeneración y renovación de los tejidos urbanos. 
 
En este escenario el Proyecto de Ley apenas profundiza en las posibilidades que la trasposición 
de la Ley 7/2015 ofrece, haciendo un ejercicio de mera traslación de reglas e instrumentos, 
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pero sin entrar en las singulares características de nuestra realidad, que harían necesarios 
instrumentos urbanísticos de distinto alcance y contenido (ITE, IEE, procedimientos de gestión, 
…), aclarando con firmeza obligaciones y responsabilidades, más allá de la genérica obligación 
de conservación de los propietarios.  
 
Lo objetivos principales a desarrollar pasaría por los siguientes objetivos: 
 

- Descongestión de las áreas urbanas con exceso de densidad edificatoria 
- Establecimiento de nuevas vías destinadas a mejor el sistema de accesibilidad 

interior. 
- Aportación de nuevas dotaciones urbanísticas, espacios libres y equipamientos. 
- Mejora de las infraestructuras y los elementos constructivos del espacio público. 
- Incrementar la calidad de la ciudad consolidada mediante la revisión de sus 

elementos estéticos y de ornato.  
 
ONCE. Respecto al suelo urbanizable, en general parece adecuada la propuesta. Sin embargo, 
por razones no suficientemente justificadas los estándares urbanísticos se mantienen 
inalterados (excepto matices sin apenas repercusión), siendo este quizá uno de los asuntos 
que plantea innumerables problemas de aplicación práctica, directamente relacionado con las 
necesidades reales de la población, y que además tiene mayor repercusión tiene sobre la 
sostenibilidad económica de los Planes. Se transmiten los mismos planteamientos e 
indicadores de revisión sin ni siquiera realizar un diagnóstico sobre sus efectos, y menos aún 
de justificación de los parámetros utilizados, que como mínimo deberían ser diferentes en 
función de las características, necesidades y posibilidades reales de desarrollo de los ámbitos 
de aplicación. Sería necesaria su revisión en profundidad, convenientemente justificada. 
 
DOCE. En el Proyecto aparecen cuestiones como el Paisaje, tratándose en realidad de un mero 
enunciado sin contenido, sin definición concreta (análisis, ejemplos, criterios, fines, etc) y 
excesivamente condicionado por la utilización de conceptos subjetivos de difícil interpretación 
necesariamente discrecional (“integración”, “armonía”, etc) y aún más complicada aplicación 
operativa. Para ello se plantea un (difuso) “observatorio” cuyo estatuto de constitución 
(obligaciones, funcionamiento, capacidad de actuación, medios, inserción administrativa e 
institucional), tampoco se desarrolla con la amplitud que sería necesaria. 
 
TRECE. Una de las novedades más llamativa de este Proyecto de Ley se relaciona con los 
Instrumentos de Ordenación del Suelo y su aprobación. En cuanto a esto último se propone un 
“procedimiento monofásico, en el que la Administración competente, en régimen de 
autonomía, tiene la responsabilidad de aprobar el instrumento de ordenación, quedando el 
control de legalidad previo en la Administración promotora y, en su caso, en los tribunales de 
justicia”. 
 
Por concretar, en el caso de los PGO los Ayuntamientos, como administración competente, 
tramitarán y aprobarán definitivamente el PGO sin tener que someter su aprobación definitiva 
a la COTMAC en cumplimiento de la legislación vigente. En el nuevo texto la administración 
estatal y autonómica, emitirá los informes sectoriales o de otra naturaleza que sean 
pertinentes en todo aquello que sea de su competencia, sin poder entrar en cuestiones de 
legalidad, ni menos aún sobre cuestiones de oportunidad. 
 
Además de las dudas que suscita la redacción actual en relación con quién ha de desarrollar la 
evaluación ambiental, el planteamiento en su conjunto resulta como poco polémico por los 
posibles problemas que plantean los distintos escenarios posibles, en función de las 
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características de cada ayuntamiento, su capacidad real de gestión y de toma de decisiones 
técnicas.      
 
En realidad habría que plantear este asunto de otro modo, definiendo con mayor claridad y 
rigor las competencias Administrativas que intervienen en cada Plan, siendo el fundamento de 
las competencias “aprobatorias”. No se trataría tanto de traspasar competencias al ámbito de 
escala local, y de reducir a la mínima expresión el papel de la COTMAC, sino de redefinir con 
claridad el alcance y competencias de esta última, las características de sus informes 
(limitando su extensión de máximos y mínimos en función de la escala que se analice), la 
coherencia en los criterios de interpretación de los evaluadores, etc.   
 
En definitiva la disgregación de las competencias urbanísticas y ambientales no presuponen 
mayor eficacia ni simplificación en los procedimientos de aprobación; antes al contrario 
supone en realidad incrementar la falta de homogeneidad de los criterios aplicación en la 
ordenación. Parece como si el nuevo marco legal en realidad no pretendiera tanto favorecer la 
capacidad y autonomía técnica sino la política, sobre todo a la hora de poder tomar decisiones 
definitivas, por razones de oportunidad que bien poco tiene ver con la técnica urbanística.  
 
En otro orden de cosas, el Proyecto de Ley dispone de nuevos instrumentos con capacidad 
para desplazar las determinaciones de los Planes, con el objeto de responder a nuevas 
situaciones no previstas en ellos, e incluso contrarias a sus determinaciones pero que 
requieren respuesta inmediata: los “proyectos de interés insular o autonómico”, entendidos 
como instrumentos de ordenación territorial; y los instrumentos de ordenación urbanística, las 
“ordenanzas provisionales insulares y municipales”, y los “programas de actuación en medio 
urbano”, ambas tramitadas y aprobadas como ordenanzas.  
 
Estos nuevos instrumentos parecen que se han concebido para evitar los procedimientos 
ordinarios de revisión y modificación de los planes. Su utilización fuera del corsé de los planes 
y su tramitación simplificada, favorece su aplicación, en lugar de la revisión y modificación de 
los planes, que quedan en la práctica relegadas a un segundo orden.  
 
Sin embargo en el Proyecto de Ley no se propone una estructura procedimental que 
simplifique los procedimientos ordinarios de aprobación de los planes y su revisión y 
modificación, sino que se crean nuevas figuras de planeamiento con incidencia territorial cuya 
tramitación evitan los procedimientos “engorrosos” de los instrumentos ordinarios, y que en 
algún caso pudiera inducir a crear situaciones de dudoso interés público, cuando no 
directamente de legalidad. 
 
En realidad la aportación desde el Proyecto de estos nuevos instrumentos añade mayor 
complejidad a un sistema ya de por sí difícil. Se debería intentar reconducir este tipo de 
excepciones, ocurrencias e inventos instrumentales hacia alguna de las figuras ya existentes. 
Lo excepcional debe seguir siendo excepcional, y no un atajo impuesto por la ineficacia 
procedimental o la incapacidad de gestionar de quien tiene la responsabilidad.  
 
CATORCE. El Proyecto prevé que los planes generales deberán incorporar un nuevo 
documento (Catálogo de impactos), que tiene como objeto determinar aquellas huellas 
paisajísticas o impactos que deben corregirse con cargo al erario público. 
 
En realidad se trata de identificar y caracterizar adecuadamente un problema que va más allá 
de la mera obligación de acabar y mantener dignamente los edificios, por no hablar de la 
obligación de conservar por razones de estabilidad, higiene u ornato lo existente por parte de 
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los propietarios. Este asunto tiene que ver fundamentalmente con cuestiones cargadas de una 
gran subjetividad en relación con lo que denominamos “paisaje” (cultural, urbano, natural, 
inmaterial, etc.) y sus posibles impactos, con la dificultad añadida de valoración económica de 
sus “correcciones”, que en muchos casos va más allá de lo meramente superficial y puede 
afectar incluso a programas funcionales o cuestiones estructurales, o de la valoración de los 
efectos inducidos de tipo social (no siempre positivos).  
 
La derivada económica que tiene esta norma sin duda supondrá una carga excesiva para las 
administraciones que tengan que asumirla, empezando por el coste que pueda tener la 
formulación misma de los propios Catálogos de Impacto. 
 
QUINCE. El Proyecto adolece de insuficiente desarrollo de contenidos urbanísticos sobre 
aspectos territoriales y urbanos relacionados con el Patrimonio Histórico, Cultural y del Paisaje.   
En el articulado persisten conceptos jurídicos indeterminados que las leyes sectoriales 
correspondientes no solo no aclaran sino que añaden serios problemas de interpretación 
discrecional y de competencias, especialmente en lo que se refiere a las características 
morfotipológicas y constructivas del patrimonio edificado. 
 
Será necesaria una revisión más cuidadosa en conceptos y terminología, sobre todo en 
relación con la obligada armonización con la redacción de la Ley Sectorial correspondiente. 
 
DIECISÉIS. El Proyecto excluye conscientemente cualquier referencia a la actividad turística, a 
pesar de la importancia que sus efectos inducidos tiene sobre el territorio en general, y sobre 
los suelos urbanos o urbanizables en particular.  
 
Al igual que se hace con el Patrimonio Histórico, Arqueológico y Cultural, cualquier referencia 
territorial y urbana de relevancia que pueda tener que ver con la actividad turística, se deriva 
hacia la Ley sectorial correspondiente, sin ni tan siquiera establecer objetivos y criterios que 
necesariamente han de compartir, si bien parece que se mantiene vigente las Directrices de 
Ordenación del Turismo en casi su totalidad. 
 
En definitiva, proponemos que en los casos de particular importancia sectorial (turismo, 
patrimonio, carreteras y otras infraestructuras básicas), deberían establecerse unas 
condiciones básicas de aplicación desde el punto de vista del territorio, o del suelo en los 
términos de esta ley. 
 
DIECISIETE. Resulta llamativa la ausencia en el Proyecto propuesto de los procesos de 
participación ciudadana, en especial durante los procesos de redacción de documentos. Con el 
propio Proyecto se ha podido constatar importantes carencias en el necesario debate 
destinado a proponer qué modelo de desarrollo territorial quieren los habitantes de Canarias 
para las islas.  
 
Los ciudadanos de este archipiélago en realidad desconocen los motivos que han llevado al 
Ejecutivo a querer modificar la actual ley con tanta urgencia, más allá del consabido mantra de 
la “complejidad” (más bien complicación) y excesivos plazos de tramitación del planeamiento, 
además de aludir a la existencia de una “maraña” legislativa. Desconocimiento que se acentúa 
si tenemos en cuenta que no se ha realizado un auténtico diagnóstico sobre el origen de tales 
disfunciones, más allá de lo expuesto sintéticamente en el Preámbulo, que a veces confunde 
consecuencias como si fuera la causa de los problemas.  
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En definitiva el Proyecto de la Ley del Suelo debiera asumir y potenciar el papel fundamental 
de la participación de la ciudadanía en los procesos de toma de decisiones, en la implantación 
de las propuestas y en la evaluación de los resultados de las actuaciones urbanísticas y 
territoriales, teniendo en cuenta que: 
 

- un relato fundamental para la recomposición del urbanismo es el referido a la 
participación de la ciudadanía, en tanto que destinatario principal de todas las 
políticas urbanas y territoriales, participación de debe desarrollarse desde el mismo 
inicio de los procesos de planificación y ejecución. 

- la participación efectiva sólo puede ser el resultado de un proceso de información 
comprensible para el ciudadano, necesario para su implicación y complicidad en las 
propuestas, y de un esfuerzo de pedagogía por parte de los técnicos y de las 
instituciones. 

 
DIECIOCHO.  Parece obligado que en un marco legal como el Proyecto de Ley del Suelo que 
ahora se propone se haga referencia explícita no solo la necesaria viabilidad y sostenibilidad 
económica, social y administrativa de planes y proyectos, sino a la propia viabilidad y 
sostenibilidad (en especial económica y administrativa) de la propia Ley, estableciendo 
criterios y evaluando los costes reales de redacción, tramitación, aprobación y e implantación 
mediante su desarrollo, incluyendo costes operativos de su puesta en práctica desde la 
administración. 
 
En conclusión es necesario que desde el Proyecto se habiliten los recursos humanos y 
económicos suficientes para la gestión del urbanismo y la ordenación del territorio, en función 
de las características propias de cada administración actuante, de modo que quede 
garantizada la suficiencia económica necesaria para formular y gestionar su planeamiento de 
forma objetiva y no discrecional, introduciendo en el texto propuesto una Ficha Económica 
que lo haga viable y creíble.  
 
En Santa Cruz de Tenerife, a 25 de julio de 2016 
 
 
 
 
 

 
 

Fdo. D. Joaquín Mañoso Valderrama 
Decano del COiAC 
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